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Resumen 

La Ley 27.147 incorporó el inciso 6 al artículo 59 del Código Penal Argentino, 

introduciendo la reparación integral del daño como una causa de extinción de la 

acción penal. Por su parte, la Ley 27.430, que regula el Régimen Penal Tributario 

Argentino, estableció en el artículo 16 del Título IX un mecanismo específico para 

extinguir la acción penal en casos de delitos tributarios. 

Este nuevo marco normativo ha suscitado diversos conflictos en la doctrina y 

la jurisprudencia, que son analizados detalladamente en el presente trabajo. El primer 

conflicto se refiere a la operatividad y vigencia del inciso 6 del artículo 59 del Código 

Penal. 

El segundo debate trata sobre la aplicabilidad del artículo 59 inciso 6 del Código 

Penal a los delitos tributarios. En este contexto, entre quienes consideran posible su 

aplicación, existen opiniones divergentes sobre la necesidad de la intervención del 

Ministerio Público Fiscal y el carácter vinculante o no de su dictamen, así como sobre 

la necesidad del consentimiento de la víctima para proceder con la aplicación de este 

mecanismo de extinción de la acción penal, lo que también será examinado en esta 

investigación. 

El presente análisis de los conflictos se desarrollará teniendo en cuenta la 

prohibición de la prisión por deudas y el principio de justicia restaurativa. Esta 

investigación tiene como objetivo proporcionar una comprensión exhaustiva de las 

controversias mencionadas, así como ofrecer propuestas interpretativas ante la 

ausencia de una normativa que las regule. 
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Abstract 

The Law No. 27.147 introduced clause 6 into Article 59 of the Argentine Penal 

Code, thereby incorporating comprehensive reparation of damages as a cause for the 

extinction of criminal prosecution. Additionally, Law No. 27.430, which governs the 

Argentine Penal Tax Regime, established a specific mechanism in Article 16 of Title 

IX for extinguishing criminal prosecution in cases of tax-related offenses. 

This new legal framework has generated various conflicts within both doctrine 

and jurisprudence, which will be analyzed in detail in this study. The first conflict 

pertains to the enforceability and validity of clause 6 of Article 59 of the Penal Code. 

The second debate concerns the applicability of Article 59, clause 6 of the Penal 

Code to tax-related offenses. Within this context, among those who consider its 

application possible, there are divergent opinions regarding the necessity of 

intervention by the Public Prosecutor's Office and the binding or non-binding nature of 

it’s ruling, as well as the need for the victim's consent to proceed with the application 

of this mechanism for extinguishing criminal prosecution. This discussion will also be 

examined in this study. 

The analysis of these conflicts will be conducted with due consideration of the 

prohibition of imprisonment for tax-related offenses and the principle of restorative 

justice. This research aims to provide a comprehensive understanding of the 

aforementioned controversies and offer interpretative proposals without specific 

regulatory guidelines. 
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1) Introducción 

La Ley 27.147, publicada en el Boletín Oficial el 18 de junio de 2015, incorporó 

el inciso 6° al artículo 59 del Código Penal que estableció la reparación integral del 

perjuicio como una causa de extinción de la acción penal. Por su parte, la Ley 27.430, 

publicada el 29 de diciembre de 2017, derogó la ley 24.769 que regulaba el Régimen 

Penal Tributario y dispuso en el artículo 16 del Título IX un nuevo mecanismo de 

extinción de la acción penal específico para los delitos tributarios a los que hace 

referencia. Estas reformas legales han planteado importantes interrogantes sobre la 

aplicación del artículo 59 inciso 6° del Código Penal en los procesos judiciales por 

delitos tributarios. 

En este trabajo se llevará a cabo un análisis detallado sobre la nueva causa de 

extinción de la acción penal establecida en el artículo 59 inciso 6° del Código Penal 

de la Nación.  

Primero, se examinará el debate sobre la operatividad de la norma, 

considerando sus antecedentes históricos y los diversos enfoques jurisprudenciales 

y doctrinarios. 

Luego, se abordará la problemática actual en cuanto a los delitos a los que 

puede aplicarse este mecanismo de extinción de la acción penal colocando un 

especial énfasis en la controversia sobre su aplicación a los delitos tributarios. 

En tercer lugar, se analizará la relación entre la extinción de la acción penal en 

materia tributaria por pago y la prohibición de la prisión penal por deudas fiscales. 

Finalmente, se analizará si el artículo 59 inciso 6° del Código Penal constituye 

un mecanismo de justicia restaurativa y si implica un avance hacia un sistema de 

justicia restaurativa en el ámbito penal. 
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Con estas reflexiones, se pretende contribuir al debate y aportar claridad sobre 

este tema complejo y relevante, buscando ofrecer una visión integral de las 

implicancias y desafíos que presenta la implementación de estas disposiciones 

legales, tal como están reguladas, en la práctica judicial. 

2) El bien jurídico protegido por los Delitos Tributarios 

De manera introductoria, bajo el presente título se procederá a analizar cuál es 

el bien jurídico protegido en los delitos tributarios, considerando que esta 

determinación es fundamental para realizar una correcta interpretación de las normas 

aplicables. 

La mayoría de la doctrina señala que, en rasgos generales, el bien jurídico 

protegido debe entenderse como alguno o varios de aquellos valores o intereses 

vitales para la sociedad que, por formar parte esencial de las reglas de cooperación 

social, son merecedores de una protección reforzada a través del ejercicio del ius 

puniendi del Estado, en tanto que éste monopoliza el uso legítimo de la fuerza.1 Este 

bien jurídico debe estar reconocido por la Constitución Nacional, ya sea de forma 

explícita o implícita, ya que esto justifica la activación del Derecho Penal, considerado 

como última ratio en el ordenamiento jurídico. Es decir, el Derecho Penal debe ser el 

último instrumento al que la sociedad recurra para proteger determinados bienes 

jurídicos, siempre y cuando no haya otras formas de control menos lesivas.  

Baez y Villanueva2 sostienen que, en el derecho, el bien está representado por 

el interés y se llama jurídico porque al derecho le corresponde su protección. En el 

ámbito de los delitos tributarios, se trata de un interés “difuso” que corresponde a 

                                                             
1 BORINSKY Mariano H., GALVÁN GREENWAY, Juan P., LÓPEZ BISCAYART, Javier, TURANO, 
Pablo N. Régimen penal tributario y previsional. Ley 24.769 con las reformas de la ley 26.735,1° ed., 
Rubinzal – Culzoni Editores, Santa Fe, 2012, p. 24. 
2 BAEZ, Julio Cesar Y ROMERO VILLANUEVA, Horacio J.  Introducción al Régimen Penal Tributario 
Argentino -según Ley 27.430, 1° ed., Erreius, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2019, p. 119. 
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todos los ciudadanos y a cualquier causante cumplido, e incluso a quienes sin ser 

causantes reciben el beneficio de los servicios que presta el Estado apoyado en la 

economía de la hacienda pública. Sostienen que, en materia económica, el bien 

jurídico que se protege, con instituciones como el ilícito tributario, es el bienestar y la 

supervivencia misma de la comunidad y el orden social. Indican que se debe tener en 

cuenta los intereses patrimoniales supraindividuales, al igual que debe hacerse con 

el resto de los delitos que atentan contra el orden económico. Y esto no solo porque 

el patrimonio como concepto estático es el que puede afectarse sino porque también 

puede afectarse la actividad recaudatoria o financiera del Estado (aspecto activo), 

que requiere, para cumplir con sus fines, contar con ingresos que se obtienen 

mayormente de lo que aportan los particulares y que, frente a la comisión de estos 

delitos, no se recaudan. 

En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación3 ha señalado que 

la ley fiscal no persigue como única finalidad la recaudación fiscal sino que se inscribe 

en un marco jurídico general en el que la sujeción de los particulares a los reglamentos 

constituye el núcleo sobre el que gira todo el sistema económico y de circulación de 

bienes en el país.  

Catania4 ha realizado una investigación de al menos seis teorías que explican 

el bien jurídico de los delitos tributarios. Estas teorías incluyen la consideración del 

delito tributario como un delito sin bien jurídico; como un delito contra el orden socio 

económico; un delito contra el poder tributario del Estado; un delito contra el deber de 

colaboración de los contribuyentes; un delito contra la función tributaria; un delito 

contra el patrimonio (erario público); y, finalmente, la teoría más aceptada 

                                                             
3Fallo 316:42 citado por “Arana, Sergio Daniel s/recurso de casación”, Cámara Nacional de Casación 

Penal, Sala I, 20/06/2008. 
4 CATANIA, Alejandro, Régimen Penal Tributario. Estudio sobre la ley 25.769. Editores del Puerto, 
Buenos Aires, 2005, pp. 36- 45. 
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actualmente por la doctrina, la que considera que el bien jurídico tutelado es la 

hacienda pública en sentido dinámico. 

Una definición adoptada tanto en la dogmática argentina5 como en la española6 

considera como bien jurídico a la Hacienda Pública en su faz dinámica, entendida 

como  la actividad financiera del Estado dirigida a obtener recursos y a realizar el 

gasto público necesario para sus cometido básicos y para la estabilización y 

distribución nacional. Así, en el Código Penal Español -que ha servido de modelo para 

la reforma de la Ley Penal Tributaria argentina- este tipo de delitos se encuentran en 

el Capítulo XIV titulado “Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad 

Social”. 

A nivel nacional, la Hacienda Pública tiene tutela constitucional a partir del 

artículo 4 de la Constitución Nacional. El bien jurídico protegido a lo largo del Régimen 

Penal Tributario se fundamenta en premisas constitucionales que imponen la 

necesidad de las contribuciones para lograr la eficaz realización de los derechos que 

consagra. La seriedad, importancia y gravedad que tienen para las personas exigen 

extremar su protección a partir del momento de su recaudación hasta la efectiva 

concreción del gasto, de modo que la correcta percepción y distribución de los 

recursos tributarios y de la seguridad social se erige, a partir de la Norma 

Fundamental, como un bien jurídico cuya entidad impone una tutela penal (arts. 4, 14 

bis ap. 3; 16; 19; 22 y 23; 43; 75 inc. 18 de la Constitución Nacional).7 

                                                             
5 YACOBUCCI, g Principios de la Ley Penal Tributaria. Leyes 24.765 y 24.769, Astrea, Buenos Aires, 
2000, p. 24 
6 FERRÉ OLIVÉ, J. C. El delito contable, Praxis, Barcelona y Madrid, 1988, p. 48 en BORINSKY, 
Mariano H., GALVÁN GREENWAY Juan P., LÓPEZ BISCAYART, Javier y TURANO Pablo N., op. cit. 
p. 27 
7 MACCHI, Miguel A. Sistema penal tributario y de la Seguridad Social, Buenos Aires, Ábaco, 1998, p. 
106. 
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En este sentido, Báez y Villanueva8 señalan que los bienes jurídicos no son 

creados por la ley penal sino que son creados por la Constitución Nacional, el derecho 

internacional y el resto de la legislación, y la ley penal los reconoce. Son realidades 

empíricas y el legislador plasma en el tipo penal las necesidades sociales en la 

represión de los delitos.  

Siguiendo esta línea, Borinsky9 indica que defraudar al Estado no significa 

defraudar a un ente abstracto sino defraudar a los demás conciudadanos, a los que 

se les priva de los beneficios y mejoras que podrían realizarse con las cantidades 

eludidas y a quienes se sobrecarga con un tipo impositivo elevado para compensar el 

fraude. 

Asimismo, señala que el bien jurídico tutelado por la norma tributaria es la 

Hacienda Pública en su faz dinámica, en el sentido de preservar la percepción de los 

tributos y su posterior reencauzamiento social, instrumento que el legislador ha 

considerado necesario para asegurar el correcto funcionamiento del sistema 

impositivo y evitar la evasión tributaria. Indica que no se trata de evitar un exclusivo 

propósito de recaudación, sino que se orienta a una meta de significativo contenido 

social cuya directriz es la sujeción a las leyes ficales como medio para que el Estado 

pueda cumplir su fin de bien común. 

La Hacienda Pública constituye la actividad económico - financiera que lleva 

adelante el Estado y que se constituye mediante la recaudación tributaria y el gasto 

público. El gasto público requiere ingresos suficientes, la mayor parte de los cuales 

se obtienen mediante impuestos. Quien incumple sus obligaciones impositivas 

perturba la actividad financiera del Estado e impide que cumpla con sus fines 

                                                             
8 BAEZ, Julio C. y ROMERO VILLANUEVA, Horacio J. op. cit., p. 118. 
9 BORINSKY Mariano H., GALVÁN GREENWAY, Juan P., LÓPEZ BISCAYART, Javier, TURANO, 
Pablo N. op. cit., p. 24. 



11 
 

esenciales.10 Por lo tanto, el bien jurídico protegido por los delitos tributarios es el 

correcto cumplimiento de las obligaciones fiscales por parte de los contribuyentes y, 

también, la protección del erario público. 

La Cámara Nacional de Casación Penal, Sala I11, expuso que el interés 

patrimonial de la hacienda se concreta mediante la efectiva, completa, exacta y 

puntual recaudación de los tributos exigibles. Se protege un bien de carácter 

macrosocial y económico, consistente en la hacienda pública, entendida como la 

actividad económico-financiera del Estado constituida por la recaudación tributaria y 

el gasto público. 

En este orden Damarco12 sostuvo que “…No cabe duda que cuando las leyes 

penales tienden a la protección de la Hacienda Pública, lo que se quiere expresar, al 

utilizar dicha expresión, es que el estado perciba los recursos que legítimamente le 

corresponde percibir y que no gaste indebidamente dinero. En definitiva, se tiende a 

proteger la percepción de los recursos y la realización de los gastos. De ahí que se 

haya dicho que no se protege el “patrimonio” del Estado, pues ya está protegido por 

el Código Penal, o bien que el Código penal protege el patrimonio del Estado desde 

el punto de vista estático como conjunto de bienes y que la “hacienda pública”, lo 

protege desde el punto de vista dinámico, como el fluir de los bienes que ingresan y 

egresan del estado para atender sus funciones y sus fines”. 

Sumado a esto, la Ley Penal Tributaria indica, expresamente, que se protege 

penalmente las Haciendas Públicas nacional, provinciales y de la Ciudad de Buenos 

Aires pero no hace ninguna referencia a las Haciendas Públicas de los municipios. Al 

                                                             
10 VILLEGAS, H. B., Régimen Penal Tributario argentino, Depalma, Buenos Aires, 1995, p. 828. 
11 “AMORENA, Horacio J.”, Cám. Nac. Cas. Pen, Sala I, 17/11/1985. 
12 DAMARCO, Jorge  H., Los bienes jurídicos protegidos por el derecho penal tributario en Institutos 
de Derecho Penal Tributario, 1° edición, Editorial Ad-hoc, 2017, p. 45. 
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respecto, Borinsky13 sostiene que, de todas maneras, aun cuando la nueva fórmula 

empleada por el legislador no abarque la protección de los tributos municipales, si se 

atiende a los montos que se exigen por los diversos tipos penales, en muy pocos 

casos la eventual evasión de los tributos municipales podría llegar a tener un impacto 

fiscal superior a los requeridos por la ley penal tributaria por lo que una tutela penal 

de aquella extensión sería estéril.   

Por último, es pertinente señalar que existe un sector de la doctrina que 

cuestiona la teoría de la lesión del bien jurídico. Sin realizar un análisis exhaustivo de 

este debate, ya que excede el objeto de estudio del presente trabajo, cabe mencionar 

que Michael Pawlik14, entre otros, critica la unidimensionalidad de esta teoría, 

proponiendo una alternativa que enfoca el derecho penal en las relaciones 

interpersonales y no en la lesión de objetos externos valorados por la sociedad. Pawlik 

sostiene que el derecho penal debería centrarse en las relaciones entre personas, 

donde cada individuo tiene deberes y responsabilidades definidos por su condición 

de ciudadano. En esta perspectiva, el énfasis no está en el daño a un objeto valioso, 

sino en cómo las acciones afectan las libertades y opciones de todas las partes 

involucradas en una interacción social regulada por el derecho penal. Introduce el 

concepto de competencias jurídico-penales, dividiéndolas en competencias de 

respeto y competencias de fomento. Las competencias de respeto implican el deber 

de cada individuo de no deteriorar la esfera jurídica de los demás, mientras que las 

competencias de fomento implican contribuciones positivas limitadas para mantener 

el funcionamiento del Estado y las condiciones básicas de existencia personal. Esta 

visión alternativa sugiere una reorientación del derecho penal hacia la consideración 

                                                             
13 BORINSKY Mariano H., GALVÁN GREENWAY, Juan P., LÓPEZ BISCAYART, Javier, TURANO, 
Pablo N. op. cit., pp. 29 y 30.  
14 PAWLIK, Michael, “El delitos, ¿lesión de un bien jurídico?”, InDret Revista para el análisis del 
Derecho, Barcelona, 2016. 
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de las relaciones entre personas y sus responsabilidades, desafiando la noción 

tradicional de proteger bienes jurídicos como objetos externos. Aunque esta 

perspectiva, hasta el momento, no ha ganado amplia aceptación, ofrece una crítica 

sustancial y una propuesta novedosa que podría enriquecer el debate sobre la función 

del derecho penal en la sociedad contemporánea.  

3) La extinción de la acción penal 

 La acción penal ha sido definida por Francisco Muñoz Conde15 como  “la 

facultad atribuida a los órganos del Estado para la persecución de los delitos y la 

aplicación de las penas y medidas de seguridad previstas en la ley". 

Por su parte, Eugenio R. Zaffaroni16 expresó que  "La acción penal es el 

derecho subjetivo del Estado para iniciar y desarrollar un proceso penal con el fin de 

determinar la existencia del delito y la responsabilidad del autor". 

Julio B. J. Maier17, definió la acción penal como el mecanismo procesal a través 

del cual se pretende la intervención del Estado en la resolución de un conflicto penal 

persiguiendo la imposición de una sanción penal.  

Siguiendo esta línea, Alberto Binder18 sostuvo que la acción penal era el 

derecho y la obligación del Estado de perseguir penalmente a quienes han cometido 

un delito con el propósito de asegurar la vigencia de la norma jurídica y la paz social. 

A pesar de las diferencias en la formulación, todas la definiciones coinciden 

con la idea de que la acción penal es un mecanismo del Estado para asegurar el 

cumplimiento de la ley penal y la administración de justicia y es un requisito previo a 

la sustanciación del proceso penal. 

                                                             
15MUÑOZ CONDE, Francisco y GARCÍA ARÁN, Mercedes  Derecho Penal. Parte General, 10 edición, 
Tirant Lo Blanch, 2019. 
16ZAFFARONI, Eugenio R., ALAGIA, Alejandro, y SLOKAR, Alejandro, Manual Derecho Penal. Parte 
General, Ediar, 2007. 
17MAIER, Julio B. J., Derecho Procesal Penal. Tomo I: Fundamentos, Editores del Puerto, 1989. 
18BINDER, Alberto, Introducción al Derecho Procesal Penal, Ed. 2da., Ad-Hoc, 1999. 



14 
 

La extinción de la acción penal tiene lugar cuando el derecho del Estado a 

perseguir penalmente un hecho punible cesa por causas específicas establecidas en 

la ley.  

La declaración de extinción de la acción penal no se pronuncia sobre la 

culpabilidad o inocencia del acusado. En lugar de determinar si el acusado es culpable 

o no, se declara que no puede ser perseguido penalmente por ese hecho delictivo. 

Una vez extinguida la acción penal, el Estado ya no puede perseguir al individuo por 

ese delito específico, lo que significa que no se puede iniciar ni continuar un proceso 

penal por ese delito. 

El artículo 59 del Código Penal establece siete causales que impiden el 

ejercicio de la acción penal una vez realizado un hecho punible19. Estas causales son: 

la muerte del imputado; la amnistía; la prescripción; la renuncia del agraviado, 

respecto de los delitos de acción privada; la aplicación de un criterio de oportunidad, 

de conformidad con lo previsto en las leyes procesales correspondientes; la 

conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad con lo previsto en las 

leyes procesales correspondientes; y el cumplimiento de las condiciones establecidas 

para la suspensión del proceso a prueba, de conformidad con lo previsto en este 

Código y las leyes procesales correspondientes. 

En el presente trabajo se analizará, puntualmente, la causal de extinción de la 

acción penal por reparación integral del perjuicio. Esta causal es definida por la 

mayoría de la doctrina, en términos generales, como una decisión unilateral del 

imputado de enmendar en forma completa el daño causado sin necesidad de que 

haya un acuerdo con la víctima. La doctrina al definir esta causal lo hace partiendo de 

la diferencia con la conciliación, causal de extinción que también está prevista en el 

                                                             
19 SILVESTRONI, Gustavo, Derecho Penal. Parte General, Editorial Jurídica, Buenos Aires, 2016. 



15 
 

inciso 6º del art. 59 del Código Penal. Así, sostiene que la conciliación consiste en un 

acuerdo bilateral entre el imputado y la víctima, en el cual ambos participan 

activamente y que puede o no implicar una reparación integral del perjuicio causado. 

Es decir, en principio, la conciliación requiere necesariamente el consentimiento de la 

víctima y su participación activa y, por el contrario, la reparación integral puede 

proceder sin el acuerdo expreso de la víctima, siempre y cuando se garantice la 

reparación completa del daño. Sin embargo, este tema sobre la participación de la 

víctima en la reparación integral del perjuicio es objeto de debate tanto en la doctrina 

como en la jurisprudencia. Por ello, este aspecto será tratado en forma particular en 

una sección posterior del trabajo. 

Por otra parte, Juan M. Álvarez Echagüe20 sostuvo que la acción penal pese a 

estar prevista en el Código Penal es un instituto procesal. Advierte que ello puede 

llevar a discusiones debido a que la Constitución Nacional en su art. 75 inciso 12 

establece que corresponde al Congreso de la Nación dictar el Código Penal y los 

demás códigos de fondo sin alterar las jurisdicciones locales y que es atribución de 

cada provincia establecer la legislación procesal. En este sentido, Binder21 se ha 

expresado en contra de que el Código Penal contenga normas de carácter procesal, 

concretamente, en materia de acción penal. Sostuvo que el régimen de la acción 

penal es una de las facultades no delegadas de los Estados Provinciales al Estado 

Nacional por lo que no puede ser incluido en el Código Penal. 

Al respecto la Corte Suprema de Justicia de la Nación ya se ha pronunciado 

en el fallo “Verbitsky”22, en el cual expuso que “el Estado Federal ejerce cierto grado 

                                                             
20 ALVAREZ ECHAGÜE Juan Manuel , op cit.  
21 BINDER, Alberto, Introducción al Derecho Procesal Penal, Ed. 2da., Ad-Hoc, 1999. 
22 “Verbitsky, Horacio s/ Habeas Corpus”, CSJN, 3/05/05. 
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de legislación y orientación en materia procesal con el fin de lograr un mínimo 

equilibrio legislativo que garantice un estándar de igualdad ante la ley”.  

En este sentido, Zaffaroni, Alagia y Slokar23 señalan que sólo justifica su 

ubicación en el código penal, el principio de igualdad ante la ley que se vería 

vulnerado si esta materia fuese tratada de manera diferente por las diversas 

provincias. 

Por lo tanto, si bien la ley formal establece reglas de procedimiento para ejercer 

las acciones penales, las normas que establecen las causales de extinción de esas 

acciones se encuentran contempladas en el derecho de fondo, por cuanto prevén y 

condicionan lo que constituye el contenido sustancial de la función represiva penal y 

se justifica su regulación en el Código Penal con el fin de garantizar el principio de 

igualdad ante la ley. 

4) La extinción de la acción penal en la ley 27.430. 

El 27 de diciembre de 2017 se sancionó la ley 27.430 que regula, actualmente, 

el Régimen Penal Tributario argentino. En el art. 16 del Título IX la ley establece un 

mecanismo de extinción de la acción penal para delitos tributarios en cuanto dispone: 

“En los casos previstos en los artículos 1°, 2°, 3°, 5° y 6° la acción penal se 

extinguirá, si se aceptan y cancelan en forma incondicional y total las obligaciones 

evadidas, aprovechadas o percibidas indebidamente y sus accesorios, hasta los 

treinta (30) días hábiles posteriores al acto procesal por el cual se notifique 

fehacientemente la imputación penal que se le formula. 

Para el caso, la Administración Tributaria estará dispensada de formular 

denuncia penal cuando las obligaciones evadidas, aprovechadas o percibidas 

                                                             
23 ZAFFARONI, Eugenio R., ALAGIA, Alejandro, y SLOKAR, Alejandro, Manual Derecho Penal. Parte 
General, Ediar, 2007. 
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indebidamente y sus accesorios fueren cancelados en forma incondicional y total con 

anterioridad a la formulación de la denuncia. Este beneficio de extinción se otorgará 

por única vez por cada persona humana o jurídica obligada.” 

Esta norma plantea un mecanismo especial de extinción de la acción penal por 

el pago de la deuda fiscal conforme ciertas condiciones que se analizarán a 

continuación. 

En relación a la naturaleza jurídica de este instituto existen discrepancias entre 

los autores. Algunos lo consideran como una excusa absolutoria, mientras que otros 

lo interpretan como una condición objetiva para la cancelación de la punibilidad. Hay 

parte de la doctrina que lo definen como una causal de extinción de la acción penal o 

como un criterio de oportunidad, y otra parte que lo conceptualizan como una forma 

de reparación del daño constituyendo una tercera vía dentro del derecho penal. Sin 

embargo, para los propósitos del presente trabajo, lo relevante es que el instituto en 

análisis representa una salida alternativa para resolver el conflicto penal entre el 

Estado y el imputado. 

La norma se aplica a los casos previstos en los arts. 1, 2, 3, 5 y 6 del Título IX 

de la Ley 27.430 que establecen los delitos tributarios por evasión simple, evasión 

agravada y aprovechamiento indebido de beneficios fiscales; y los delitos relativos a 

los recursos de la Seguridad Social por evasión simple y agravada. El artículo deja 

afuera de su alcance los artículos 4 y 7 que establecen los delitos por apropiación 

indebida de tributos y de recursos de la seguridad social. Álvarez Echagüe24 indica 

que  cercenarles el derecho de aplicar este instituto a quienes incurran en los delitos 

tipificados en estas dos normas es contrario al derecho constitucional de igualdad 

ante la ley ya que se encuentran imposibilitados de ejercerlos por una norma que 

                                                             
24 ALVAREZ ECHAGÜE, Juan M. op. cit. pp. 376 y 377 
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carece de sustento lógico en tanto poseen una pena cuyos mínimos y máximos son 

inferiores a los previstos en los articulo a los que si se aplica el instituto. Por ello, 

señala que esta restricción es irrazonable y atentatoria de lo establecido por los arts. 

16 y 28 de la Constitución Nacional. 

La norma establece como requisito para su procedencia que se acepten y 

cancelen en forma incondicional y total las obligaciones evadidas, aprovechadas o 

percibidas indebidamente y sus accesorios. Esto con el fin de evitar que se realicen 

maniobras evasivas dilatorias tendientes a extender permanentemente el plazo para 

cumplir con la obligación.  

La ley no establece el modo de efectivizar el cumplimiento de la obligación 

fiscal o previsional, por lo que, sería viable la posibilidad de que se satisfaga la deuda 

en cuotas cuando a raíz de una moratoria se otorga un plan de facilidades para el 

pago. La extinción opera, según la interpretación de la CSJN25, una vez que se 

hubiera saldado la totalidad de la deuda y no cuando se hubiese producido la 

regularización de la misma. Al respecto, Báez y Villanueva26 precisan que la inclusión 

de la deuda tributaria y/o de la seguridad social en un plan de pagos no satisface el 

requisito de la “totalidad” en tanto la deuda no se encuentre cancelada antes del 

momento fijados por la ley. 

La norma señala que no se puede solicitar la aplicación de este instituto en 

cualquier momento, indicando terminantemente que la aceptación y cancelación debe 

efectuarse dentro de los treinta días hábiles posteriores al acto procesal por el cual 

se le notifica fehacientemente al obligado la imputación penal que se le formula. Ello 

                                                             
25 “Sigra SRL. s/ ley 23.771”, CSJN, 25/09/1997 
26 BAEZ, Julio C. y ROMERO VILLANUEVA , Horacio J., op. cit. p. 544 
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implica el conocimiento formal, fehaciente y correcto de la imputación en el proceso 

penal que otorga al sujeto la posibilidad de defenderse eficientemente. 

En cuanto al momento a partir del cual debe comenzar a computarse los treinta 

días existen discrepancias. Por un lado, Borinsky27 indica que la oportunidad para 

solicitar la extinción es con anterioridad a la requisitoria fiscal y que, una vez 

producida, ésta precluye la instancia para plantearla. Por otra parte, Álvarez 

Echagüe28 señala que el acto procesal al que se refiere la norma es el día en que se 

lleva a cabo la declaración indagatoria ya que, en ese momento, el obligado tiene la 

oportunidad que el código de procedimiento penal establece para conocer el hecho 

que se le imputa y las pruebas que obran en su contra, otorgándole el debido derecho 

de defensa. Sin embargo, aclara que teniendo en cuenta que la Ley Tributaria vigente 

mantiene la tutela de las jurisdicciones provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires 

deberá estarse a lo dispuesto por las normas locales respecto al mecanismo de 

notificación fehaciente de la imputación penal, que podrá tener modalidades y 

características propias. 

Este instituto no exige expresamente el cumplimiento de alguna regla de 

conducta o la realización de trabajos comunitarios, tampoco exige espontaneidad sino 

que la aceptación y pago como mecanismo extintivo puede ser efectuada a raíz de 

una inspección iniciada y observación de parte de la repartición fiscalizadora.  

Aceptadas y canceladas las obligaciones tributarias evadidas, la causa penal 

se extingue beneficiándose con dicha conclusión a todos los encartados, es decir, 

alcanza al intraneus (sujeto pasivo de las obligaciones tributarias) y a los extraneus 

(coautores, partícipes y cómplices). Es decir, si la obligación tributaria evadida es 

                                                             
27 BORINSKY, Mariano H., GALVÁN GREENWAY Juan P., LÓPEZ BISCAYART, Javier y TURANO 
Pablo N., op. cit. p. 203. 
28ALVAREZ ECHAGÜE, Juan Manuel La extinción de la acción penal tributaria, 1° edición, Ad-Hoc, 
Buenos Aires, 2018, pp. 385 y 386. 
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cancelada por cualquier sujeto imputado en el proceso penal la acción queda 

extinguida respecto de todos los involucrados. 

El articulo añade una limitación a la aplicación del beneficio extintivo a una 

única vez por cada persona humana o jurídica obligada. Es decir, no admite el uso 

del beneficio si se ha hecho uso del instituto con anterioridad.  

Álvarez Echagüe29, indica que la opción esta expresada hacia el futuro ya que 

establece que el beneficio “…se otorgará…” sin hacer referencia al pasado, por lo 

que, estima posible que si el imputado hizo uso del beneficio conforme anteriores 

redacciones normativas (art. 14 d la ley 23.771 y art. 16 de la ley 27.469) podría ahora 

obtenerlo por única vez bajo la vigencia del art. 16 de la ley 27.430. 

Villegas30 señala que el beneficio se otorga por única vez por cada persona 

humana o jurídica obligada ya que esto impide el uso indiscriminado del beneficio 

mediante cambios sucesivos en los órganos directivos de una misma empresa.  

Por el contrario, Álvarez Echagüe indica que realizando una interpretación pro 

homine cuando se refiere a única vez quiere decir que el contribuyente puede 

acogerse al beneficio solo una vez por un tributo determinado pero luego podría hacer 

lo mismo respecto a otro tributo. Señala que el articulo no aclara si la “única vez” se 

refiere exclusivamente a los delitos contra las haciendas nacionales o si también 

abarca a los locales. Explica que una posibilidad es entender que al no discriminar la 

norma entre delitos vinculados a tributos nacionales o locales, la limitante engloba a 

todos. Sin embargo, entiende que hubiera sido necesario que en el proyecto remitido 

por el Poder Ejecutivo Nacional se estableciera algún mecanismo u organismo que 

reúna y sistematice los antecedentes con el fin de evitar que el beneficio se utilice 

                                                             
29ÁLVAREZ ECHAGÜE, Juan M.,  op. cit. p. 395 
30 VILLEGAS, H. B, op. cit. p. 236. 
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acumulativamente pero ello no fue previsto ni considerado necesario por el legislador. 

A raíz de ello, considera que la limitación para el ejercicio del beneficio extintivo de la 

acción penal podría ser utilizada por única vez por cada jurisdicción cuya hacienda 

tutela la Ley Penal Tributaria, por cada tributo. 

Sumado a esto, cabe señalar que la norma hace referencia a la persona 

humana o jurídica “obligada”, por lo tanto, la limitante establecida para la aplicación 

de este instituto, únicamente, estaría dirigida al sujeto obligado y no alcanzaría a los 

terceros que aceptaran y cancelaran las obligaciones evadidas, aprovechadas o 

percibidas indebidamente, es decir, la limitante no se aplicaría al extraneus. 

Por último, la dispensa a la que refiere el artículo 16, segundo párrafo, implica 

que, si el proceso penal no se encuentra en trámite y se cancelaron las obligaciones 

evadidas, la Administración Tributaria no realizará la denuncia penal ya que la ley 

establece que el Fisco no deberá efectuar la denuncia cuando cometido un delito 

tributario, pese a haberse configurado un delito, se cancelan las obligaciones 

evadidas.31   

5) La extinción de la acción penal dispuesta por el art. 59 inciso 6° del 

Código Penal de la Nación. Debate sobre la vigencia y operatividad de la norma. 

La Ley 27.06332 aprueba el Código Procesal Penal Federal. Para adecuar su 

implementación se sancionaron varias leyes que introdujeron modificaciones al 

Código Penal de la Nación. Una de estas leyes fue la Ley 27.147, que incorporó -

entre otras disposiciones- el inciso 6º del artículo 59 del Código Penal de la Nación 

que incorpora a la reparación integral del perjuicio como causa de extinción de la 

acción penal. Este inciso expresamente dispone: “La acción penal se extinguirá: 6) 

                                                             
31ÁLVAREZ ECHAGÜE, op. cit. p. 391 
32 Publicada en el Boletín Oficial el 10 de diciembre de 2014. 



22 
 

Por conciliación o reparación integral del perjuicio, de conformidad con lo previsto en 

las leyes procesales correspondientes”. 

Con fecha 24 de diciembre de 2015, la implementación de la ley 27.063 fue 

suspendida mediante el Decreto de Necesidad y Urgencia 257/2015 (en adelante 

DNU 257/2015) emitido por el Poder Ejecutivo Nacional. Este evento provocó una 

discusión tanto en la doctrina como en la jurisprudencia en relación con la vigencia, 

operatividad y aplicación del artículo 59 inciso 6º del Código Penal. Esta discusión 

surgió porque la ley 27.147 que incorporó el artículo 59 inciso 6º del Código Penal fue 

promulgada como consecuencia de la ley 27.063 cuya vigencia fue suspendida y las 

leyes procesales a las que refiere el artículo mencionado no fueron dictadas en 

algunas jurisdicciones. 

Antes de examinar el debate acerca de la vigencia y operatividad de la norma 

cabe tener presente algunos conceptos básicos. 

En primer lugar, una norma se encuentra vigente cuando puede comenzar a 

desplegar los efectos jurídicos para los que fue creada. La vigencia está vinculada a 

la publicidad de la norma, su entrada en vigor y su aplicación en un espacio y tiempo 

determinado. 

En segundo lugar, una norma es operativa cuando no necesita reglamentación 

adicional para ser aplicada, es decir, está dirigida a una situación de la realidad en la 

que puede operar inmediatamente. Cuando una norma requiere de otras normas para 

poder ser aplicada, es programática. 

Por un lado, un sector de la doctrina y la jurisprudencia se encuentra a favor 

de la operatividad y vigencia del artículo 59 inciso 6º del CP.  

Desde esta posición, se tiene en cuenta que, si bien la vigencia del Código 

Procesal Penal Federal fue suspendida por el DNU 256/2015, este decreto menciona 
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expresamente las normas que se dejaron sin efecto y no incluye a la ley 27.147 que 

incorporó el inciso 6º al artículo 59. 

Además, consideran que se deben tener presentes los motivos que invocó el 

Poder Ejecutivo Nacional a fin de posdatar la implementación del nuevo Código 

Procesal Penal y que no tienen nada que ver con los institutos consagrados por el 

inciso 6º del artículo 59 del Código Penal. En este sentido, el DNU 257/2015 

menciona: "Que, en virtud de la magnitud de la tarea aún pendiente, la cual ha sido 

advertida por la Comisión Bicameral de Monitoreo e Implementación del Nuevo 

Código Procesal Penal de la Nación[...], y por la Unión de Empleados de la Justicia 

de la Nación, no se encuentran reunidas las condiciones básicas para asegurar la 

implementación proyectada en el plazo oportunamente establecido". 

Sumado a esto, la Comisión Bicameral de Monitoreo e Implementación del 

Código Procesal Penal Federal, con fecha 13 de noviembre de 2019, dictó la 

Resolución N.º 2/201933 que expresamente invoca: “que el artículo 22 del Código 

Procesal Penal Federal establece que los jueces y los representantes del Ministerio 

Publico procurarán resolver el conflicto surgido a consecuencia del hecho punible, 

dando preferencia a las soluciones que mejor se adecuen al restablecimiento de la 

armonía entre sus protagonistas y a la paz social. Que esta norma permite a los jueces 

y fiscales contar con una herramienta procesal para la implementación de métodos 

alternativos de resolución de conflictos, tal como el previsto en el artículo 34 del 

Código Procesal Penal Federal que permite la celebración de acuerdos conciliatorios 

entre la víctima y el imputado, que son herramientas propias de los sistemas 

acusatorios que permiten gestionar eficazmente la carga del trabajo. Que los institutos 

de la conciliación y reparación integral del perjuicio producido por el delito se 

                                                             
33 Publicada en B.O. 19/11/2019. 
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encuentran previstos en el inciso 6º del artículo 59 del Código Penal de la Nación 

como causa de extinción de la acción penal, con la salvedad que se regirá de 

conformidad con lo previsto en las leyes procesales correspondientes. Que 

actualmente la Ley N.º 23.984 no prevé ninguna pauta procesal para el ejercicio de 

esta causal de extinción de la acción penal. Que, en razón de lo expuesto, resulta 

necesario implementar el artículo 34 citado a fin de brindar las normas procesales que 

permitan el ejercicio de la conciliación en el marco del proceso penal en los casos y 

de la forma allí establecidos. Que estos artículos no resultan incompatibles con el 

sistema procesal establecido en la Ley N.º 23.984, toda vez que regulan el camino 

procesal para el ejercicio de una causal de extinción de la acción penal prevista en el 

Código sustantivo en materia penal. Que, por otra parte, el artículo 31 del Código 

Procesal Penal Federal prevé la regulación de los criterios de oportunidad, que se 

encuentran previstos en el inciso 5 del artículo 59 del Código Penal de la Nación como 

causal de extinción de la acción penal. Que actualmente la Ley N° 23.984 no prevé 

ninguna pauta procesal para el ejercicio de esta causal de extinción de la acción 

penal. Que, a raíz de ello, resulta necesario implementar el artículo referido 

anteriormente para que los representantes del Ministerio Publico Fiscal cuenten con 

la herramienta legal para poder prescindir total o parcialmente del ejercicio de la 

acción penal pública exclusivamente en los casos allí establecidos, incorporación que 

les permitirá gestionar la carga del trabajo de forma más efectiva y orientar mayores 

esfuerzos de investigación a los casos complejos”. 

Al respecto, Cano y Amelotti34 refieren que la letra del decreto de necesidad y 

urgencia es clara en cuanto a que se suspendió la entrada en vigor del nuevo Código 

                                                             
34CANO, Daniel y AMELOTTI, Nicolás, "Apuntes acerca de la operatividad y alcance de los institutos 
de conciliación y reparación integral. Ámbito de la justicia nacional y federal de la Ciudad de Buenos 
Aires", RDP 2019-5, 917, LALEY (AR/DOC/1237/2019, 2). 
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Procesal pero no los institutos creados por ley 27.147 ya que, pudiendo preverlo, no 

establece nada al respecto. Señalan que de los textos citados surge que el 

diferimiento en la implementación del Código Procesal Penal Federal obedeció a 

necesidades de infraestructura y logística propias de la implementación de una 

reforma de semejante envergadura —como evidentemente lo es el paso a un 

esquema procesal netamente acusatorio— pero estos argumentos no repercuten ni 

resultan aplicables a esta causal de extinción de la acción penal porque su aplicación 

no demanda mayor infraestructura. 

 Los autores referidos indican que a partir del análisis de los antecedentes 

parlamentarios se desprende que el objetivo primigenio del legislador al sancionar la 

mencionada ley 27.147 fue unificar en todo el territorio nacional la posibilidad, ya 

vigente en varios Códigos Procesales provinciales, de extinguir la acción penal 

mediante institutos como la conciliación y la reparación integral. Señalan que, de esta 

manera, si bien la ley 27.147 se puede inscribir dentro del contexto de reformas 

propiciado por el Congreso de la Nación, a partir de la sanción del nuevo Código 

Procesal Penal por ley 27.063, no es posible afirmar que tenga una directa relación 

con su entrada en vigor para, a partir de allí, inferir que su suspensión habría traído 

aparejada también la suspensión tácita de la vigencia de los institutos incorporados 

al Código Penal. 

Asimismo, Maggio35 afirma que el espíritu del legislador recepta claramente la 

intención de aplicar la resolución alternativa de conflictos como medio de solución de 

los casos penales. En este marco, considera oportuno analizar los debates 

parlamentarios que precedieron a la sanción de la Ley 27.147 ya que considera que 

                                                             
35 MAGGIO, Facundo y MAGGIO, Cristóbal, "La operatividad de la reparación integral del daño como 
medio de extinción de la acción penal", DPyC 2020 (mayo), LA LEY (AR/DOC/975/2020, 4). 
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avalan la hipótesis planteada en cuanto a la operatividad de la norma. En este sentido, 

resulta útil destacar lo expuesto por el  Senador Urtubey36 respecto de la inclusión del 

instituto materia de análisis en el Código de Fondo, en cuanto expone: "[...] Hay una 

discusión de toda la vida respecto de si la acción penal es una cuestión de fondo o de 

forma[...] si es de fondo tiene que estar en el Código Penal y si tiene que estar en el 

Código Penal debe estar hecho por nosotros. Si es de forma o procesal, es atribución 

no delegada de las provincias argentinas y es atribución de los propios códigos 

procesales de cada provincia establecer el régimen de la acción". Además, establece 

que [...] las provincias argentinas un poco frente a la inacción del orden federal[...], 

fueron avanzando, disponiendo de la acción, posibilitando la disposición de la acción; 

[...] como principio de oportunidad, conciliación y reparación económica. Las 

provincias argentinas hacen sus códigos y empezaron a admitir que los fiscales 

podían dejar de lado la acción cuando se producían situaciones de reparación, 

conciliación o el caso de principio de oportunidad. ¿Qué hicimos nosotros? Para 

zanjar esta discusión y convertirla en una cuestión casi de gabinete dijimos: 

Pongamos en el Código Penal esta posibilidad de extinción de la acción, para que 

quede claramente en el Código Penal sancionado para todo el país, como código de 

fondo, que esa posibilidad de disponer de la acción exista. Por supuesto que en las 

condiciones que cada ordenamiento procesal penal de la provincia lo disponga. 

Simplemente, ha quedado conciliada esta diferencia en cuanto a si tenía que estar en 

el código de fondo; lo hemos puesto allí". 

                                                             
36Diario de Sesiones, Cámara de senadores de la Nación, 4° reunión, 3° sesión ordinaria, Congreso 
de la Nación Argentina Información Parlamentaria, 27/05/2015, p.82-83. 
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Al respecto Fiorito y Albareda37 exponen que ya existían legislaciones locales 

que preveían la implementación de salidas alternativas del procedimiento penal y 

legislaban sobre la disposición de la acción penal sin que ello estuviera previsto en el 

Código Penal de la Nación. Señalan que, en consecuencia, el legislador al considerar 

que debía ser un requisito infranqueable la previsión de esos institutos en el Código 

de fondo para que puedan ser implementados en todas las provincias, incluyó la 

reparación integral del perjuicio como modo de extinción en el inciso sexto del art. 59 

del Código Penal.  Clarey y Vázquez Pereda38 apoyan esta postura y sostienen que 

debido a que el ejercicio y la extinción de la acción penal poseen carácter sustantivo 

debería existir una unidad de criterios a lo largo del territorio argentino en relación a 

la instrumentación de este tipo de instituciones. 

En este sentido, en el fallo “Verde Alba”39, el Juez Eugenio Sarrabayrouse de 

la Cámara Nacional de Casación Penal, Sala II, afirmó que “…lo que define cuál es la 

interpretación adecuada es que la reforma del art. 59 del CP. ha sido consecuencia 

de una competencia del legislador nacional en la materia y la practicó atento el 

carácter sustantivo del ejercicio y la extinción de la acción penal. El fundamento de 

esta facultad se encuentra en la necesidad de establecer real y efectivamente la 

unidad penal en el territorio nacional e instrumentar los medios necesarios para que 

aquel objetivo no se torne ilusorio como consecuencia del régimen federal de nuestro 

país, que permite la convivencia de tantos ordenamientos procesales como provincias 

componen el Estado argentino […]”.  

                                                             
37FIORITO, Mariano A y ALBAREDA, Mauricio, “La Reparación Integral -art. 59 inc. 6º del Código 
Penal- como vía de extinción de las acciones penales derivadas del Régimen Penal Tributario. Análisis 
Jurisprudencial”, DACF200161, 23/07/2020, pp. 1-5 
38CLAREY, Camila y VÁZQUEZ PEREDA, Fernando E. “La viabilidad en la aplicación de la conciliación 
y la reparación integral. Estudio sobre las causales de extinción de la acción penal previstas en el art. 
59 inc. 6° del Código Penal de la Nación”, DPyC 2018 (marzo), 122, LA LEY (AR/DOC/278/2018, 3). 
39“Verde Alba, Brian Antoni s/recurso de casación”, Cám. Nac. Cas. en lo Crim. y Correc., Sala II, 
22/05/2017. 
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Además, Yacobucci40 indica que esta causal de extinción prevista en el 

ordenamiento de fondo exige a los regímenes procesales locales incluir este 

mecanismo de extinción, sin que pueda aducirse que la falta de regulación de forma 

impida su aplicación. De lo contrario, se afectaría el principio de igualdad ante la ley, 

pues se concedería la posibilidad de arribar a soluciones dispares de acuerdo con las 

jurisdicciones territoriales en las que el suceso se investigue. Con base al principio de 

división de poderes, agrega que la aplicación de una regulación en el régimen de 

fondo no puede supeditarse a la regulación local. 

Maggio41 también considera que la previsión normativa contenida en el Código 

de fondo obliga y determina a los operadores judiciales a su efectiva implementación, 

sin perjuicio de las facultades regulatorias que poseen las provincias sobre el instituto. 

Sostiene que la operatividad de la norma es la que mejor se articula con el principio 

pro homine que implica privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde 

al ser humano frente al poder estatal en consonancia con el principio político criminal 

que caracteriza al derecho penal como la última ratio del ordenamiento jurídico. 

Del mismo modo, Clarey y Vázquez Pereda42  mencionan que una disposición 

del Congreso de la Nación introducida en el Código Penal vigente para todo el país 

no puede ser inaplicada por alguna jurisdicción con la mera excusa de que no haya 

sido legislada a nivel local ya que de lo contrario se afectaría de manera directa el 

principio de igualdad previsto en el art. 16 de nuestra Constitución Nacional. Además, 

señala que una ley de forma no puede obstaculizar la aplicación de una ley de fondo 

pues no cabe lógicamente admitir que las vicisitudes de la implementación de un 

                                                             
40YACOBUCCI, Ignacio y EZEYZA, Mariano Abel, “Reparación integral del perjuicio como vía de 
escape al proceso penal tributario en la CABA” LLCABA2018 (agosto), 1, LA LEY (AR/DOC/82/2017, 
2). 
41MAGGIO, Facundo y MAGGIO, Cristóbal, "La operatividad de la reparación integral del daño como 
medio de extinción de la acción penal", DPyC 2020 (mayo), LA LEY (AR/DOC/975/2020). 
42CLAREY, Camila y VÁZQUEZ PEREDA, Fernando, op. cit., p. 3. 
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código procesal impidan al ciudadano ser acreedor de un beneficio establecido por la 

ley sustantiva para todo el país. Sostiene que la negativa en fijar esas pautas mínimas 

de aplicación, la postergación e inclusive la restricción y limitación en su aplicación 

hacia algunos delitos implicaría un menoscabo al principio de legalidad. 

En cuanto al modo de implementación, indica que cuando el artículo señala 

que la extinción de la acción penal por reparación integral del perjuicio se efectuará 

"de conformidad con lo previsto en las leyes procesales correspondientes" refiere a 

que, si las leyes procesales no establecen exigencias adicionales, la extinción prevista 

por el art. 59 inciso 6º procede sin más requisitos. 

Siguiendo esta línea, en el fallo “González”43, el Tribunal Oral en lo Criminal N.º 

1 consideró que este instituto como causa de extinción de la acción penal no depende 

de una consagración procesal determinada sino que tiene un origen sustancial y es 

operativa. 

En este orden de ideas, Pastor44 indica que la reparación integral del perjuicio 

ya está vigente como causa de extinción de la acción penal y que, si los códigos 

procesales no establecen limitaciones ulteriores, se debe admitir la reparación integral 

del daño, sin más, como causa de extinción de la acción penal. 

Sumado  a esto, Cano y Amelotti45 sostienen que la ley 27.147 es una ley 

nacional dictada por la autoridad constitucionalmente facultada para hacerlo y, por 

ende, resulta obligatoria para todos los casos a los que tenga vocación de aplicación 

con excepción de que sea declarada inconstitucional. Ello por cuanto el juez no puede 

prescindir del texto legal sin su previa declaración de inconstitucionalidad. Igualmente, 

aclaran que no advierten que la disposición mencionada repugne alguna cláusula 

                                                             
43“GONZÁLEZ, Carlos Jonathan Alberto s/ sentencia”, TO.Crim. N.º 1, Capital Federal, 30/11/2015. 
44PASTOR, Daniel, "La introducción de la reparación del daño como causa de exclusión de la 
punibilidad en el derecho penal argentino", DPI Cuántico, Diario Penal, 11/09/2015. 
45CANO, Daniel y AMELOTTI, Nicolás, op. cit. p. 11. 
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constitucional ni convencional por lo que debe ser aplicada obligatoriamente en los 

casos que correspondan.  

Indican que resulta acertado el argumento de la igualdad ante la ley, toda vez 

que, al encontrarse el instituto contemplado en el Código Penal asegura un umbral de 

derechos (en lo que hace a la solución alternativa del conflicto penal) para todos los 

habitantes de la nación con independencia del lugar en el que habiten. 

En este sentido, la Cámara Federal de Casación Penal, Sala IV, en el fallo 

“Villalobos”46 se pronunció por la vigencia y operatividad de la Ley 27.147, al sostener 

que “… se trata de una ley sancionada y promulgada por el Congreso… las vicisitudes 

de la implementación de un código adjetivo no pueden impedir la aplicación de dos 

causales de extinción de la acción penal que se encuentran vigentes en el código de 

fondo, máxime cuando lo concerniente a la procedencia en el caso concreto será 

materia de debate en los tribunales”  

Asimismo, el Tribunal Superior de Córdoba, Sala Penal, en el caso 

“Reynoso”47, si bien rechazó el recurso de casación interpuesto, exhortó al Poder 

Legislativo de la Provincia de Córdoba a adecuar su legislación procesal penal en 

materia de extinción de la acción penal conforme lo normado en el art. 59 inciso 6º 

del CP. El juez Sebastián Cruz López Peña sostuvo que sería inconstitucional negar 

la aplicación de las nuevas disposiciones del Código Penal invocando su falta de 

regulación procesal penal local. Remarcó que, en este aspecto, “…toda restricción 

provincial a esa vigencia comportaría una excepción a la pretensión de validez 

nacional uniforme pretendida por el citado art. 75 inciso 12 de la Constitución 

Nacional, introduciendo una diferencia local intolerable frente a las provincias donde 

                                                             
46Villalobos, Gabriela Paola y otro s/ defraudación”, Cám. Fed. Cas. Pen., Sala IV, 2015. 
47“Reynoso, Gabriel s/ lesiones graves calificadas”, T. Sup. Jus., Sala Penal, Córdoba, 24/11/2016. 
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sí se ha regulado, violando la garantía constitucional de igualdad establecida en el 

art. 16 de la Constitución Nacional…”. 

En este aspecto, Bidart Campos48 sostiene que resulta inadmisible que a falta 

o escasez de legislación procesal se atrofie el derecho que reconoce y garantiza una 

norma. Señala que es deber de los jueces desplegar una prudente actividad judicial 

en sus interpretaciones aplicativas. 

Por último, cabe mencionar que quienes se engloban en esta postura son 

proclives a considerar que la incorporación de vías alternativas de resolución de 

conflictos es compatible con la aplicación de los principios constitucionales de 

proporcionalidad, racionalidad y última ratio del derecho penal y responde a las 

directrices sobre resolución alternativa de conflictos contenidas tanto en instrumentos 

nacionales e internacionales, como "La Declaración de Viena sobre delito y Justicia: 

Enfrentando los Retos del Siglo Veintiuno"49, las llamadas “100 Reglas de Brasilia 

sobre acceso a la justicia penal"50 y los “Principios y Buenas Prácticas sobre la 

Protección de las Personas Privadas de su Libertad en las Américas’’51, entre otros, 

que deberían ser observadas por los Tribunales.  

Consideran que estos métodos alternativos promueven un cambio de 

paradigma en materia de política criminal que se dirige hacia una justicia de tipo 

restaurativa en el ámbito criminal. En este punto, Gandulfio y Maier52 sostienen que 

la incorporación de esta reforma se alineó a la nueva visión denominada “justicia 

restaurativa”, que originó un cambio de paradigma respecto a la idea de la sanción 

                                                             
48BIDART CAMPOS, German, Tratado elemental de derecho constitucional argentino, Ediar, Buenos 
Aires, 1995, p. 301. 
4910º Congreso de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Delito y el Tratamiento a Delincuentes 
(Viena, 10-17 de Abril 2000). 
50 Adoptada por la Asamblea General en la resolución 45/110, el 14 de diciembre de 1990. 
51Resolución 1/08 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, del 13/03/2008. 
52GANDULFO, Patricio y MAIER, Julio B. J., “La humanización del Derecho Penal a través de la 
reparación del conflicto”, Revista de Derecho Procesal Penal, Número 19, 2020. 
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penal como castigo por la conducta penalmente desaprobada. El enfoque restaurativo 

en la justicia ha sido definido como “una respuesta evolucionada al crimen que 

respeta la dignidad de cada persona, construye comprensión y promueve armonía 

social a través de la sanación de las víctimas, los infractores y la comunidad”. 

En contraposición a esta postura, existe otro sector de la doctrina y de la 

jurisprudencia que considera que el art. 59 inciso 6º del Código Penal no se encuentra 

vigente ni operativo. 

En cuanto a la vigencia, este sector sostiene que existe una vinculación directa 

entre el artículo en cuestión y la ley 27.063 -que aprueba el Código Procesal Penal 

Federal- cuya vigencia se encuentra suspendida a través del DNU 257/2015 del Poder 

Ejecutivo Nacional. A partir de ello infiere que, como el nuevo Código Procesal Penal 

de la Nación no se encuentra vigente, la aplicación de las normas penales (en este 

caso, el art. 59 inciso 6º del CP.) vinculadas a la ley de forma se tornan, 

consiguientemente, de imposible aplicación. 

Además, considera que el artículo de referencia al disponer que la acción penal 

se extinguirá por reparación integral del perjuicio “de conformidad con lo previsto en 

las leyes procesales correspondientes”, no es operativo ya que de su texto se 

desprende la necesidad de que hayan sido dictadas las leyes reglamentarias 

pertinentes para que pueda ser aplicado. 

Al respecto, Lascano53 sostiene que las cuestiones vinculadas con la 

oportunidad en el ejercicio de la acción penal se deben regular localmente y que, su 

entrada en vigencia y operatividad dependerá de la reglamentación procesal de cada 

provincia. Además, señala que no se puede admitir la extinción de la acción penal sin 

                                                             
53LASCANO, Carlos Julio, "La reparación integral del perjuicio como causa de extinción de las acciones 
penales", DPyC 2016 (julio), LALEY, (AR/DOC/1936/2016, 6). 
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que en la ley procesal correspondiente se reglamente de modo pormenorizado en qué 

clase de delitos y bajo qué requisitos la reparación integral del perjuicio podría operar 

con tan amplitud de efectos. 

El autor afirma que la reglamentación sobre el ejercicio de la acción penal y, 

por ende, su extinción constituye un poder que las provincias no delegaron a la Nación 

y que el art. 59 inciso 6º del Código Penal, tal como está legislado, sería a lo sumo 

una norma marco, incorporada al código sustantivo al sólo efecto de no restar eficacia 

a los posibles ordenamientos locales frente a los diferentes criterios existentes en la 

materia. Sumado a esto, indica que este artículo es una norma jurídica incompleta, 

que remite en cuanto a sus condiciones de procedencia (delitos alcanzados, 

requisitos de admisibilidad, etc.), a las "leyes procesales correspondientes". Por lo 

tanto, hasta que se dicten las leyes reglamentarias, en las jurisdicciones donde no 

existen no puede aplicarse este supuesto de extinción de la acción penal ya que 

carece de operatividad. 

En el mismo sentido, en el fallo “Reales”54, la Cámara Nacional de Casación 

en lo Criminal y Correccional, Sala I, consideró una equivocación del legislador —

académicamente conocida como "error de libros”— incorporar la materia vinculada 

con el ejercicio de la acción penal en el código sustantivo. Sostuvo que la regulación 

de dicha materia (y dentro de ella, más específicamente, la extinción de la acción 

penal) integra el conjunto de poderes que las provincias no han delegado en el 

gobierno federal por lo que la expresa previsión en la ley local es indispensable para 

la aplicación del artículo 59 inciso 6º del Código Penal.  

                                                             
54“Reales, Gerónimo Miguel s/ recurso de casación”, Cám. Nac. Cas. en lo Crim. Correc, Sala I, Capital 
Federal, 27/6/2019. 
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Asimismo, Ledesma55 señala que incorporar la materia vinculada con el 

ejercicio de la acción penal en el código sustantivo fue una equivocación cometida 

por el legislador toda vez que la regulación de dicha materia integra el conjunto de 

poderes que las provincias no han delegado en el gobierno federal. Afirma que resulta 

necesaria la previsión expresa del artículo 59 inciso 6º del Código Penal en la ley 

procesal local para que pueda ser aplicado. 

Al considerar los motivos que invocó el Poder Ejecutivo Nacional a fin de 

posdatar la implementación del nuevo Código Procesal Penal de la Nación, quienes 

se engloban en esta postura infieren que el articulo materia de análisis corre la misma 

suerte que el Código Procesal Penal Federal. Al respecto, en el fallo “Amarilla”56, la 

Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional, Sala I, sostuvo que la 

operatividad de este instituto se encuentra supeditada a la entrada en vigencia de la 

nueva ley procesal nacional (Ley 27.063), cuya puesta en marcha quedó suspendida 

con plazo indefinido, a través del DNU 257/2015 del Poder Ejecutivo Nacional, bajo 

la consideración de que “no se encuentran reunidas las condiciones básicas para 

asegurar la implementación proyectada en el plazo oportunamente establecido”. 

Además, señaló que, en función de ello y dado que el nuevo Código Procesal Penal 

de la Nación no se encuentra vigente, la aplicación de las normas penales (art. 59, 

inc. 6º  del CP.) vinculadas a la ley de forma se tornan, de momento, de imposible 

aplicación. 

           En apoyo a esta postura, la Cámara Federal de San Martín, Sala II, Secretaría 

                                                             
55LEDESMA, Ángela E. “Sobre las formas alternativas de solución de los conflictos penales. A propósito 
de la nueva redacción del artículo 59 del código penal”, Proyectos UBACyT, 2020, p. 61. 
56“Amarilla, Bruno Ezequiel s/recurso de casación”, Cám. Nac. Cas. en lo Crim. y Correcc., Sala I, 
Capital Federal, 13/12/2017. 
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Penal N.º 257, expuso que “frente a la literalidad de la norma en cuestión (art. 59, inc. 

6°, CP), la aplicación del instituto extintivo se encuentra condicionado a su 

reglamentación vía procesal. Precisamente, esta situación aún no ha sido 

contemplada por el vigente ordenamiento adjetivo; circunstancia que, en definitiva, le 

quita operatividad a la cláusula de mención”. 

A partir de todos los argumentos expuestos, a favor y en contra de la vigencia 

y operatividad de la norma materia de análisis, se desprende que la posición 

actualmente mayoritaria sostiene la vigencia y operatividad del artículo 59 inciso 6º 

del Código Penal y se alinea con la concepción de que la norma establecida en el 

código de fondo, como ley marco, impone un mandato imperativo que las 

legislaciones locales no pueden contravenir sino solo reglamentar. Este enfoque es 

esencial para garantizar el principio de igualdad ante la ley, conforme al artículo 16 

de la Constitución Nacional. En este sentido, Zaffaroni58 sostiene que el Congreso 

Nacional, conforme al artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional, dicta normas 

para todas las legislaciones locales procesales penales que establecen un piso 

mínimo de garantías individuales, siendo posible para el legislador provincial 

resguardar de manera más eficaz las garantías pero nunca sobrepasar ese piso 

establecido por la ley nacional. De este modo, se concluye que el artículo 59 inciso 6º 

del Código Penal, pese a la referencia  que realiza respecto a “las leyes procesales 

correspondientes”, es una norma operativa, cuya aplicación no se encuentra 

supeditada a la existencia de una reglamentación específica en los códigos 

procesales. 

                                                             
57Incidente N.º 5 - Querellante: Administración Federal de Ingresos Públicos Imputado: Ciccone 
Calcografica S.A. y otros s/Incidente de falta de acción”, Causa N.º - CPE 283/2013/5/CA3, Cam. Fed. 
de San Martin, Sala II, Sec. Penal N.º 2, 29/05/2018.“ 
58 ZAFFARONI, Eugenio R., ALAGIA, Alejandro, y SLOKAR, Alejandro, Manual Derecho Penal. Parte 
General, Ediar, 2007. 
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6) Delitos a los que puede aplicarse la Reparación Integral del Perjuicio. 

Una vez definida la vigencia y operatividad del artículo 59 inciso 6º del Código 

Penal, corresponde analizar si resulta aplicable la reparación integral del perjuicio 

como causa de extinción de la acción penal en los delitos tributarios. 

Cabe advertir que, desde la entrada en vigencia de la ley 27.417, ha surgido 

repetidamente el debate sobre la reparación integral como causa de extinción de la 

acción penal en diversos ámbitos judiciales, con resultados variados y heterogéneos. 

Ello debido a que los jueces mantienen criterios divergentes en cuanto a la 

operatividad y aplicación de esta causa de extinción de la acción penal, así como 

también en cuanto a los delitos a los cuales se aplica, principalmente, debido a la falta 

de normas procesales que regulen específicamente su aplicación. 

El artículo 59 inciso 6º del Código Penal no indica ni realiza precisión alguna 

respecto a qué delitos es aplicable este mecanismo de extinción de la acción penal. 

Algunos autores señalan que, como la legislación nacional no estableció 

ningún límite en su aplicación, debe ser aplicado a todo tipo de delitos sin que las 

legislaciones locales puedan excluir a ninguno. En este sentido, Clarey y Vázquez 

Pereda59 sostuvieron que si bien la norma en cuestión no establece ningún límite con 

respecto a los delitos que pueden ser pasibles de la aplicación de esta causal de 

extinción, en virtud del principio de legalidad, no corresponde que el juez realice 

distinción alguna. 

Otros autores indicaron que esta cuestión al no estar definida por la norma 

nacional, debe ser determinada por las legislaciones provinciales. Al respecto, 

Lascano60 indicó que, en los Códigos de Procedimientos Penales de las provincias, 

                                                             
59 CLAREY Camila y VAZQUEZ PEREDA Fernando, op. cit., p. 3. 
60LASCANO, Carlos Julio, op. cit. p. 7.  
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el legislador debe establecer en qué casos y bajo qué condiciones es admisible que 

no se inicie la acción penal o que, iniciada, se extinga por la reparación integral del 

perjuicio producido por el delito. 

Al respecto, Crivelli61 apuntó que en aquellos casos en que el legislador 

provincial no ha previsto ni definido de modo alguno el ámbito de aplicación material 

de la norma no es posible vía jurisprudencial establecerlo. Es decir, si el legislador 

nacional no precisó los casos en que puede extinguirse la acción penal por estas 

causales y tampoco lo hizo el legislador provincial, no pueden imponerse limitaciones 

vía jurisprudencial pues ello implicaría invadir competencias legislativas ajenas a los 

órganos judiciales. 

Por su parte, Pastor62 señaló que interpretar que este instituto resulta aplicable 

a cualquier supuesto de hecho, sin importar su gravedad ni el bien jurídico afectado, 

puede llevar a resultados irrazonables o incluso disparatados. Para fundar su 

apreciación, remitió a lo dispuesto por la Corte de Justicia de la Nación63 en cuanto 

ha sostenido la necesidad de atender al espíritu de las normas en procura de arribar 

a una aplicación racional de la ley. Además, ha considerado que, frente a la existencia 

de defectos en la redacción del texto legal, el juez debe recurrir a la ratio legis -es 

decir, a la razón o motivo detrás de una norma- ya que no es el espíritu de la ley el 

que debe subordinarse a sus palabras sino éstas a aquel.  

         Al respecto, la Cámara Nacional nro. 2 de Catamarca64 dispuso “comparto la 

postura doctrinaria y jurisprudencial de la plena operatividad de la causal de extinción 

de la acción penal incorporada al artículo 59 inciso 6º Código Penal por Ley 27.147 

                                                             
61CRIVELLI, Exequiel, op. cit. p. 4. 
62PASTOR, Daniel, "La introducción de la reparación del daño como causa de exclusión de la 
punibilidad en el derecho penal argentino", DPI Cuántico, Diario Penal, 11/09/2015. 
63“Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/ Corrientes, Provincia de y Banco de Corrientes s/ cobro de 
australes”, CSJN, 03/03/1992. 
64“C., J.D.”, Cám, Penal N.º 2, Sala unipersonal, Catamarca, 29/08/2023. 
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(BO: 18/06/2015); aunque concibo que la misma y hasta tanto se regule 

expresamente en nuestro código ritual, debe ser esgrimida en forma prudente y 

equitativa en miras de prevenir una práctica arbitraria y/o abusiva que termine, a la 

postre, neutralizando los consabidos fines del proceso penal.” 

En cuanto a los delitos respecto a los cuales procede la aplicación de la norma, 

Lascano65 entiende que sería conveniente que la normativa limitara la procedencia de 

la causal extintiva a la reparación integral del perjuicio causado por hechos delictivos 

dolosos con contenido patrimonial cometidos sin violencia o intimidación sobre las 

personas, o por delitos culposos, salvo que existan razones de seguridad o interés 

público que impidan su aplicación. Además, indica que sería apropiado excluir 

expresamente de dicha causal y de las restantes agregadas por la ley 27.147 los 

crímenes de lesa humanidad; los delitos cometidos por un funcionario público en 

ejercicio o en razón de su cargo; o cuando apareciere como un episodio dentro de un 

contexto de violencia de género; o motivados en razones discriminatorias. Señala 

que, también, correspondería excluir su aplicación cuando resulte incompatible con 

previsiones de instrumentos internacionales.  

El autor detalla que estos cuatro últimos supuestos han sido expresamente 

previstos como exclusiones de las reglas de disponibilidad de la acción por el último 

párrafo del art. 30 del nuevo Código Procesal Penal Federal por lo que podría ser 

considerado, con más razón, como una limitante para la procedencia de esta causal 

de extinción. 

El art. 30 in fine del código referido dispone que "no puede prescindir ni total ni 

parcialmente del ejercicio de la acción penal si el imputado fuera funcionario público 

y se le atribuye un delito cometido en el ejercicio o debido a su cargo, o cuando 

                                                             
65LASCANO, Carlos Julio, op. cit. p. 16. 
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apareciere como un episodio dentro de un contexto de violencia doméstica o motivada 

en razones discriminatorias. Tampoco podrá en los supuestos que resulten 

incompatibles con previsiones de instrumentos internacionales, leyes o instrucciones 

generales del Ministerio Público Fiscal fundadas en criterios de política criminal". 

En este sentido, Cano y Amelotti66 también proponen tener en cuenta los 

límites consagrados en el Código Penal Procesal Federal, cuya vigencia se encuentra 

suspendida, para orientar la aplicación del artículo materia de análisis. Aclaran que el 

art. 30 contiene un catálogo de reglas de disponibilidad de la acción, pero no incluye 

expresamente la reparación integral del perjuicio. Sin embargo, señalan que se 

encuentra prevista la "reparación" como una causal de sobreseimiento en el art. 236 

y como una propuesta que puede realizar el acusado y su defensa en la audiencia de 

control de la acusación (art. 246). Sostienen que, siendo esto así, y dado que la 

reparación integral constituye también un supuesto de disponibilidad de la acción y 

determina el sobreseimiento por extinción de la acción penal, los límites previstos en 

el mencionado art. 30 podrían considerarse aplicables a este instituto. 

Por su parte, De Oto67 propone utilizar las reglas y limitaciones que establece 

el Código Procesal Penal de la Nación vigente para la suspensión del juicio a prueba. 

Sin embargo, otros autores consideran improcedentes sus disposiciones por 

considerarlos dos institutos distintos e independientes.68  

          Por otra parte, algunos juristas fundan los límites a este supuesto de extinción 

de la acción en el bien jurídico afectado. En este sentido, Mariano Fioritto69 afirma que 

la reparación integral del perjuicio como causa de extinción de la acción penal es 

                                                             
66CANO, Daniel y AMELOTTI, Nicolás, op. cit. p. 11. 
67DE OTO, Alejandro G., "La operatividad de la extinción de la acción penal por conciliación o 
reparación integral del perjuicio", DPyC 2018 (octubre), 45, LALEY (AR/DOC/1946/2018). 
68"CMVT s/ falta de acción”, C/8600/2013, CNCC, sala V, 06/11/2015. 
69 FIORITO, Mariano A y ALBAREDA, Mauricio, op. cit. p. 1. 
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aplicable a todos los delitos cuyo bien jurídico lesionado sea el patrimonio o de 

carácter económico. En este sentido, la Cámara Federal de Córdoba, Sala B70, 

sostuvo que "por tratarse, en definitiva, del pago de dinero como medio para resarcir 

daños, ante la ausencia actual de regulación de los casos comprendidos y los 

requisitos de procedencia, la hipótesis sólo resulta viable frente a perjuicios de índole 

patrimonial.” Sin embargo, para otros autores, el bien jurídico lesionado podría ser de 

“carácter patrimonial, físico o moral, ya que, todas estas especies admiten la 

cuantificación monetaria que requiere la forma ordinaria de indemnización. Afirman 

que se podrán utilizar otros medios o actividades distintos al dinero para resarcir el 

daño, de manera alternativa o conjunta con el resarcimiento monetario”. 71 

En este contexto, el mayor desafío que plantea el supuesto analizado es 

encontrar límites precisos y claros que conduzcan a una aplicación razonable de la 

reparación integral del perjuicio como causal de extinción. Para preservar la seguridad 

jurídica y el principio de igualdad ante la ley sería conveniente que una ley procesal 

establezca en qué delitos y con que requisitos resulta aplicable el artículo materia de 

análisis. Sin embargo, el hecho de que no esté regulado no debería impedir su 

aplicación -ya que es una norma operativa- por lo que, hasta que no se establezcan 

estos requisitos en la legislación correspondiente, se deberá evaluar su aplicación en 

cada caso concreto. 

7) La aplicación de la Reparación Integral del Perjuicio a los delitos 

tributarios. 

 

                                                             
70"MJ” Causa N.º 36165/2014, Cámara Federal de Córdoba, Sala B, 4/6/2018. 
71 Guía práctica para fortalecimiento de la aplicación de los mecanismos de disponibilidad de la acción 
penal. Ministerio Publico fiscal de Córdoba. Aprobada por Resolución General N.º 20/19. 
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El artículo 59, inciso 6º, del Código Penal se encuentra vigente y operativo, 

pero no especifica en qué supuestos ni bajo qué condiciones debe aplicarse. Esta 

ausencia de determinación abre un debate jurídico de particular relevancia en torno a 

su aplicación a los delitos tributarios. La cuestión se complejiza al confrontar dicha 

disposición con el artículo 16 de la ley 27.430, que prevé un mecanismo de extinción 

de la acción penal en materia tributaria bajo condiciones específicas. La ambigüedad 

del artículo 59, inciso 6º, plantea así serios desafíos interpretativos y jurídicos que 

requieren un análisis detallado para delimitar su alcance y evaluar las dificultades que 

supone su aplicación en el ámbito de los delitos tributarios. 

Una parte de la doctrina y de la jurisprudencia considera que si el art. 59 inciso 

6 del Código Penal no excluye expresamente ningún tipo delictivo debería poder 

aplicárselo a los delitos tributarios. Sostiene que la disposición del artículo 16 de la 

Ley 27.430, que establece un mecanismo especifico de extinción de la acción penal, 

no impide la aplicación de la norma mencionada a los delitos tributarios. 

Por el contrario, otro sector de la doctrina y de la jurisprudencia sostiene que 

el Régimen Penal Tributario está regulado por una ley especial que establece un 

procedimiento específico para extinguir la acción penal mediante el pago. En 

consecuencia, concluye que el instituto de la reparación integral del perjuicio, 

contemplado en el artículo 59 inciso 6º del Código Penal, es incompatible con el 

sistema penal tributario y, por ende, no puede aplicarse a éste.  

A continuación, se expondrán con mayor profundidad los argumentos utilizados 

por cada postura. 
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a) Posturas a favor de su aplicación. 

Los autores que respaldan esta postura sostienen que el hecho de que el 

artículo 16 de la Ley 27.430 establezca un mecanismo específico de extinción de la 

acción penal para este tipo de delitos no impide, por sí solo, la aplicación del artículo 

59 inciso 6º del Código Penal. 

Al respecto, Yacobucci y Ezeyza72 señalan que, en ausencia de una 

disposición legal que, expresamente, limite la aplicación de la causal de reparación 

integral del perjuicio prevista en el artículo 59 inciso 6º del Código Penal para los 

delitos tributarios, no se puede prohibir su aplicación sin violar el principio de legalidad 

(arts. 1, 18 y 19 de la Constitución Nacional). 

En consonancia con ello, la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del 

Departamento Judicial La Plata, Sala IV,73 mencionó que la norma no excluye 

explícitamente ningún tipo de delitos y, por lo tanto, se aplica a todos. Esta 

interpretación se sustenta en que la voluntad del legislador puede utilizarse para 

interpretar términos ambiguos pero no para contradecir la ley. Además, este Tribunal 

sostuvo que excluir los delitos tributarios de la aplicación del artículo 76 bis del Código 

Penal, que es un instituto menos benigno, no implica que deba excluírselos del 

artículo 59 inciso 6º ya que ambos institutos son diferentes en sus requisitos y efectos. 

Siguiendo esta línea, Fiorito74 sostiene que si la norma no excluye 

expresamente un tipo de delitos, no corresponde interpretar que ha sido excluido, 

dado que cuando el legislador quiso prohibir la aplicación de un instituto del Código 

Penal al régimen penal tributario, lo hizo de manera expresa. Expone como ejemplo 

lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 26.735 respecto de la probation, que estableció 

                                                             
72YACOBUCCI, Ignacio y EZEYZA, Mariano Abel, op. cit. p. 8. 
73 “LÓPEZ NATALI s/ extinción de la acción Penal. Infracción Ley 24.769”, CA. y Gar. en lo Pen., Sala 
IV, La Plata, 11/3/2016. 
74FIORITO, Mariano A y ALBAREDA, Mauricio, op. cit. p. 3. 
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explícitamente que dicho instituto no resulta aplicable a la Ley 24.769 y sus 

respectivas modificaciones. 

De este modo, en el fallo “Marítima Maruba”75 el Tribunal Oral en lo Penal 

Económico N. º 2 dispuso que no existe un criterio concreto que impida la aplicación 

del régimen general del Código Penal. Sostuvo que, con relación a la suspensión del 

juicio a prueba, el legislador cuando modificó el artículo 76 bis del Código Penal 

estableció expresamente que tal instituto no era de aplicación a los delitos de la ley 

24.769, poniendo fin a la doctrina anterior y opuesta de la C.S.J.N. Es decir, fue 

necesaria una modificación expresa para hacer inaplicable a los delitos tributarios el 

régimen general del Código Penal. En el caso que nos ocupa, no existe esa norma 

que vede la aplicación del art. 59 inciso 6° del Código Penal a tales supuestos y el 

Tribunal no puede pretorianamente crear una restricción al margen de la ley. Indicó 

que, de este modo, es posible afirmar la posibilidad de aplicar la extinción de la acción 

penal por reparación integral del perjuicio para los delitos fiscales. 

En consecuencia, debido a que no se encuentra prevista la exclusión de los 

delitos tributarios en el art. 59 inciso 6 del Código Penal y teniendo en consideración 

que la Ley 27.430, sancionada con posterioridad, tampoco introdujo una aclaración al 

respecto, sería posible aplicar el artículo en cuestión a los delitos tributarios. De forma 

concordante con lo hasta aquí expuesto, en el fallo “Lorenzo”76, el juez Luis Gustavo 

Losada del Tribunal Oral en lo Penal Económico N.º 1 sostuvo que, si bien la Ley 

Penal Tributaria establece un régimen especial, el Código Penal se aplica a las leyes 

especiales en tanto ellas no dispongan lo contrario (art. 4 CP.). Sostuvo que no existe 

una prohibición sobre la aplicación del régimen del artículo 59 inciso 6º del Código 

                                                             
75“Marítima Maruba S.A. y otro s/ inf. ley 24.769”, TO. En lo Pen. Eco. N.º 2, 7/7/2020.”  
76“LORENZO, Néstor Osvaldo s/ inf. Ley 24769”, TO. en lo Pen. Eco. N.º 1, 14/09/2022, p. 11. 
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Penal a los delitos tributarios, más allá de sus normas especiales sobre la salida 

anticipada del proceso. Advierte que la ley penal tributaria (Ley N.º 27.430/17), que 

se promulgó con posterioridad a la inclusión del inciso 6º al artículo 59 del Código 

Penal, tampoco estableció una prohibición expresa para su aplicación, sino que 

mantuvo el mecanismo de extinción de la acción penal previsto en el art. 16 de la Ley 

Penal Tributaria, con algunas modificaciones. Concluye, entonces, que la reparación 

integral del perjuicio es aplicable a los delitos tributarios independientemente de su 

régimen especial.  

Por su parte, Yacobucci y Ezeyza77 consideran que la finalidad del artículo 16 

de la Ley 27.430 es, principalmente, recaudatoria y advierten que ambos institutos 

permiten la extinción de la acción penal siempre que el sujeto obligado regularice su 

situación dando cumplimiento a las obligaciones cuya observancia ha evadido.  

En igual sentido, Álvarez Echagüe78 sostiene que, a partir del mensaje de 

elevación de Poder Ejecutivo Nacional al Congreso Nacional en el cual se señaló que 

el artículo 16 de la Ley 27.430 se aplica únicamente a los delitos señalados en él con 

el propósito de “inducir al cumplimiento de las obligaciones de esa naturaleza 

mediante la aceptación de la pretensión fiscal formulada por el organismo recaudador” 

es posible inferir que la norma, fundamentalmente, tiene como objeto arrimar recursos 

a las arcas del Estado. Asimismo, considera que esta finalidad recaudatoria se 

encontraría demostrada por el exiguo plazo de treinta días que la ley 27.430 exige 

para que el imputado pueda pagar y salir del proceso, plazo que no daría lugar a que 

se analice seriamente la situación y procura forzar a pagar, privilegiándose los 

ingresos del Estado por sobre el conjunto de principios rectores del derecho penal. 

                                                             
77YACOBUCCI Y EZEYZA, op. cit. p. 4. 
78ÁLVAREZ ECHAGÜE, op. cit. p. 372 y 397. 
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En virtud de ello, el autor considera que no sería incompatible con la finalidad del 

artículo 16 de la ley 27.430 la aplicación del art. 59 inciso 6º del Código Penal a los 

delitos tributarios por cuanto tiende a la reparación integral del perjuicio por lo que la 

finalidad recaudatoria del Estado se encontraría cumplida. 

Además, sostiene que el artículo 4º del Código Penal establece que las 

disposiciones generales del Código se aplican a todos los delitos previstos en leyes 

especiales, salvo que estas dispongan lo contrario. Indica que la extinción de la acción 

penal por reparación integral contemplada en el Código Penal prevalece sobre las 

normas especiales, como la Ley Penal Tributaria. Esto implica la primacía de una ley 

jerárquicamente superior sobre una inferior, aunque sea especial. Sostiene que el 

Derecho Penal Tributario es solo una parte del Derecho Penal general y no puede 

desvincularse de los principios constitucionales del Derecho Penal sin volverse 

inconstitucional. 

En relación a este punto, Amoresano79 sostiene que el artículo 4º del Código 

Penal otorga una base legal que permite concebir un derecho penal especial distinto 

en su contenido de las disposiciones generales del Código Penal. Sin embargo, esta 

especialidad debe cumplir con dos condiciones fundamentales: no debe contradecir 

las disposiciones generales del Código Penal, ni debe afectar los derechos y 

garantías constitucionales. Señala que esta interpretación es esencial para los 

operadores judiciales en el ámbito económico-tributario ya que deben asegurar que 

cualquier diferenciación en el tratamiento penal especial respete estos principios. En 

consecuencia, considera que si la ley especial no establece una exclusión expresa 

para ciertas disposiciones generales del Código Penal, el imputado tiene el derecho 

                                                             
79 AMORESANO, Stefanía S., “Extinción de la acción penal por pago”, Debates de Derecho Tributario 
y Financiero, Nro. 1, 2021, p. 124. 
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de utilizar todas las herramientas legales que el ordenamiento jurídico ofrece en su 

conjunto. Es decir, en ausencia de una exclusión explícita, las disposiciones 

generales del Código Penal son aplicables y están disponibles para el acusado. 

Amoresano80 también destaca que, aunque el derecho penal económico es un 

derecho penal especial, no debe perderse de vista la preeminencia de los principios 

rectores en la materia, principalmente el de legalidad, razonabilidad, proporcionalidad 

y benignidad.  

Siguiendo esta línea, Álvarez Echagüe 81 sostiene que el mecanismo 

establecido en el artículo 16 de la Ley penal Tributaria coexiste con el instituto de la 

reparación integral previsto en el artículo 59 inciso 6º del Código Penal. Señala que 

la reparación integral se enmarca en los procesos penales, por lo que, para 

determinar su aplicabilidad en la extinción de la acción penal de delitos tributarios, se 

deben considerar los principios constitucionales del derecho penal y a los que surgen 

del texto mismo del Código.  

          El autor señala que fundamentalmente apoya esta postura el principio pro 

homine, que favorece la interpretación más amplia y beneficiosa para los derechos 

humanos. Este principio sostiene que siempre se debe favorecer la interpretación que 

más beneficie al individuo, lo que implica recurrir a la norma más amplia o a la 

interpretación más favorable cuando se trata de reconocer un derecho. Aplicando este 

principio, se concluye que debe optarse por la norma más inclusiva, que en este caso 

es el artículo 59 inciso 6º del Código Penal, ya que es un instituto más amplio y 

beneficioso en tanto no requiere el exiguo plazo que prevé el art. 16 de la Ley 27.430 

para ejercer la opción de extinción por pago así como tampoco tiene la limitación a 

                                                             
80AMORESANO, Stefanía S., op. cit., p. 125. 
81ÁLVAREZ ECHAGÜE, Juan Manuel op. cit. p. 340 y 341 



47 
 

una única vez que se establece para su ejercicio en la ley penal tributaria. Además, 

el artículo 16 de la Ley Penal Tributaria deja afuera de su alcance los artículos 4 y 7 

que establecen los delitos por apropiación indebida de tributos y de recursos de la 

seguridad social, restricción que tampoco fue prevista por el art. 59 inciso 6º del 

Código Penal, por lo que la reparación integral podría hacerse valer por los imputados 

por la presunta comisión de aquellos delitos excluidos del ámbito de aplicación del art 

16 de la Ley Penal Tributaria. 

En el fallo "Eiroa"82, se aplicó el principio pro homine considerando la 

reparación integral como parte de un nuevo paradigma de justicia penal. En este 

sentido, el Tribunal Oral Nacional Criminal N.º 20 estableció que se aplica la norma 

en cuestión – art. 59 inciso 6º del CP. – ya que dicha posición “es la que más derechos 

consagra, a la vez que se corresponde con el principio pro homine, el cual, en una de 

sus manifestaciones, impone que, en la duda, se decida siempre en el sentido más 

garantizador del derecho de que se trate”. Además, dispuso que “nos encontramos 

ante nuevo paradigma de juzgamiento penal que, de la mano del principio de 

subsidiariedad del derecho penal, trae nuevos institutos tendientes a resolver 

conflictos de una forma alternativa a la estricta judicialización.” 

Asimismo, el principio de la ley penal más benigna también apoya esta 

interpretación ya que el artículo 59 inciso 6º del Código Penal debe entenderse como 

la norma más benigna aplicable a los delitos tributarios. Según explica Javier De 

Luca83, este principio establece que ante la sucesión de leyes desde el momento en 

que se comete un delito hasta que se cumple la pena, siempre debe aplicarse la 

                                                             
82“Eiroa”, TO. Nac. Crim. nº 20, Capital Federal, 11/12/2015. 
83DE LUCA, Javier Augusto, “La garantía constitucional de retroactividad de ley penal más benigna y 
su violación en las leyes penales económicas en blanco con el pretexto de subsistencia de la lesión al 
bien jurídico protegido.”, Congreso Internacional  de Derecho Penal, 75° aniversario del Código Penal, 
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires. Buenos Aires, agosto 
1997, p. 1. 
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norma más favorable para el acusado. Esto puede referirse a la ley vigente al 

momento del delito, a una ley intermedia o a la última ley que esté en vigor hasta la 

completa ejecución de la pena. La aplicación de la ley más benigna implica que se 

debe optar por aquella que haga que la conducta deje de constituir un delito o que 

imponga una pena más leve. Cuando surge una nueva ley que es más severa, el 

principio de la ley penal más benigna también implica que el caso debe continuar 

rigiéndose por la normativa anterior, incluso si esta ha sido derogada. Este fenómeno 

se conoce como ultra actividad de la ley penal más benigna. 

 En el contexto específico del conflicto normativo analizado, Álvarez Echagüe84 

sostiene que debe primar la aplicación del artículo 59 inciso 6º del Código Penal, el 

cual exime de sanción al extinguir la acción penal en delitos tributarios ya que esta 

disposición es considerada, por los motivos ya indicados precedentemente, como la 

ley penal más benigna aplicable a los delitos tributarios. 

Otro principio que avala la coexistencia de estos institutos de extinción de la 

acción penal es el principio de ultima ratio del derecho penal que se encuentra 

estrechamente vinculado con el principio de mínima intervención del Estado, del cual 

se deriva el principio de subsidiariedad. Estos principios establecen que el sistema 

punitivo debe ser utilizado únicamente como último recurso ante la desorganización 

social y solo una vez que todas las demás medidas de política social o subsistemas 

de control social jurídicos hayan fracasado o no existan. En otras palabras, el derecho 

penal debe ser la última de las medidas protectoras que se considere aplicar. Este 

enfoque resalta la necesidad de recurrir primero a otras soluciones menos gravosas 

antes de imponer sanciones penales, asegurando que la intervención del derecho 

penal sea siempre proporcional y adecuada a la situación. 

                                                             
84ALVAREZ ECHAGÜE, Juan Manuel, op. cit., p. 342. 
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En este sentido, Fava85 considera que la inclusión de vías alternativas para la 

resolución de conflictos constituye un medio para fomentar un derecho penal de ultima 

ratio. Estas vías responden a directrices tanto de instrumentos internacionales86 como 

de normativas nacionales sobre la resolución alternativa de conflictos. 

Al respecto, Fortte87 sostiene que, sea que se considere a la reparación del 

daño como una tercera vía de sanciones junto a la pena y a las medidas de seguridad 

o, que se le asigne una función dependiente del derecho penal, resulta innegable que 

la solución propuesta es la que mejor se articula con el principio de la ley penal más 

benigna y el principio pro homine, que implica privilegiar la interpretación legal que 

más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal. Además, esta solución 

se ajusta a los principios de última ratio y de proporcionalidad, que son característicos 

del derecho penal y que indican que el sistema punitivo debe ser el último recurso y 

que las sanciones deben ser proporcionales a la gravedad del delito cometido. 

Respecto al principio de razonabilidad que surge a partir del art. 28 de la 

Constitución Nacional y se vincula con la relación y proporcionalidad de medios y 

fines, Álvarez Echague88 afirma que, atendiendo a la voluntad del legislador como 

fuente indispensable de interpretación de la ley, es posible advertir que la 

incorporación de la figura de reparación integral como mecanismo extintivo de la 

acción penal no tuvo limitaciones en cuanto a los delitos a los que sería aplicable el 

instituto. Es decir, resulta razonable interpretar que se la incorporó al Código Penal 

                                                             
85 FAVA, Gabriel C., “Las prácticas consensuales y el aporte a la Justicia Penal Nacional del programa 
de Resolución Alternativa de Conflictos de la Defensoría General de la Nación”, La Trama Revista 
interdisciplinaria de mediación y resolución de conflictos, 2018, p. 29. 
86 Algunos instrumentos internacionales a los que ya se hizo referencia son: "La Declaración de Viena 
sobre delito y Justicia: Enfrentando los Retos del Siglo Veintiuno", las llamadas “100 Reglas de Brasilia 
sobre acceso a la justicia pena y los “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas 
Privadas de su Libertad en las Américas’’ 
87FORTTE, Josefina, “La reparación integral del perjuicio como causal de extinción de la acción penal. 
Comentario al caso "Gerardo A. Bobbio", de la Cámara Nacional Federal de Casación en lo Criminal y 
Correccional”, RDP 2019-7, 1370, LA LEY (AR/DOC/1785/2019, 2). 
88ALVAREZ ECHAGÜE, Juan Manuel, op. cit., p. 342. 
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para que sea utilizada frente a cualquier conducta delictual por lo que no sería 

acertado argumentar que habría una prevalencia por la especialidad de la Ley Penal 

Tributaria sobre el artículo 59 inciso 6º del Código Penal ya que se estaría aplicando 

un criterio de interpretación que no es compatible con la voluntad del legislador, que 

incorporó el inciso 6º sin exclusiones de ningún tipo. 

Por último, en cuanto al principio de legalidad cuyo fundamento se encuentra 

en el artículo 19 de la Constitución Nacional, que establece “…Ningún habitante de la 

Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no 

prohíbe.”, el Tribunal Oral en lo Penal Económico N.º 3 en el fallo “Bianchetti”89 

dispuso que ante la falta de previsión legal que restrinja la aplicación de la causal de 

reparación integral del perjuicio, prevista en el artículo 59 inciso 6º del Código Penal, 

a los delitos de la ley penal tributaria, no puede vedarse su aplicación sin incurrirse 

en una inadmisible afectación al principio de legalidad. Sostuvo que, en razón de lo 

expuesto, cualquier tipo de limitación que no surja del texto legal para la procedencia 

de la extinción de la acción penal por reparación integral del perjuicio (artículo 59 

inciso 6º del Código Penal), además de violar el principio constitucional de reserva de 

ley (artículos 18 y 19 de la Constitución Nacional) implicaría un inadmisible trato 

discriminatorio (artículo 16 de la Constitución Nacional) respecto de aquellos sujetos 

a los que se les permite extinguir la acción por pago mediante la aplicación del artículo 

16 de la ley penal tributaria o por el mero hecho de pagar su deuda acogiéndose al 

régimen de sinceramiento fiscal con condonación de intereses. Concluyó que, 

resultando operativo el mecanismo extintivo de la reparación, es aplicable a los delitos 

tributarios el instituto previsto en el artículo 59 inciso 6º del Código Penal debiendo 

                                                             
89“Administración Federal de Ingresos Públicos y otros c. Bianchetti, Emilio Walter s/ infracción ley 
24.769”, TO. en lo Pen. Eco. N.º 3, 17/09/2021, Publicado en: La Ley Online, (AR/JUR/141990/2021, 
3) 
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dejarse de lado el exceso de rigorismo de la especialidad cuando ello pone en crisis 

garantías constitucionales. 

Sumado a ello, cabe señalar que el legislador ha reconocido normas que 

prevén mecanismos de extinción de la acción penal en materia tributaria por fuera de 

la Ley Penal Tributaria, como ocurre con la Ley 27.260, entre otras. Esto demuestra 

que la existencia de un régimen especial no excluye, por sí misma, la aplicación de 

mecanismos generales de extinción. 

Para estos autores con el fin de determinar la aplicabilidad de la reparación 

integral del perjuicio como causa extintiva de la acción penal resulta imperativo 

realizar una interpretación concordante y comprensiva de los principios y 

disposiciones que conforman el ordenamiento jurídico a fin de garantizar el respeto a 

los lineamientos establecidos por la Constitución Nacional ya que, de lo contrario, la 

norma sería inconstitucional. 

Desde esta perspectiva, la incorporación de institutos como la reparación 

integral del perjuicio al Derecho Penal promueve un cambio de paradigma en la 

política criminal, orientado hacia la modificación del enfoque tradicional de 

administración de justicia. Este cambio busca impulsar un derecho penal más 

eficiente, en términos de celeridad y resultados, capaz de responder de manera 

efectiva a las demandas sociales contemporáneas. En este contexto, Ginjaume90 ha 

señalado que este cambio de paradigma se dirige hacia una justicia de tipo 

restaurativa dentro del ámbito penal. Indica que resulta indispensable reconocer que 

el método clásico ha quedado vetusto y, a partir de allí, pensar en una política criminal 

que coloque el foco en las personas, sus conflictos y los daños sociales sobre los que 

debe trabajarse. Un sistema que promueva la participación, permita brindar 

                                                             
90GINJAUME, María Alicia, op. cit. p. 3. 
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respuestas más rápidas, eficientes y satisfactorias para todas las partes del proceso 

y, mediante el cual, se logre reparar los daños producidos. 

Así, la implementación adecuada y efectiva de la reparación integral del 

perjuicio como causa extintiva de la acción penal no solo requiere una interpretación 

congruente con los principios constitucionales y normativos, sino también un 

compromiso con la evolución hacia métodos más eficaces de resolución de conflictos 

en el ámbito penal. 

b) Posturas en contra de su aplicación. 

Otro sector de la doctrina y la jurisprudencia que sostiene que el artículo 59 

inciso 6º del Código Penal no es aplicable a los delitos tributarios dado que estos 

delitos están regulados por una legislación específica que contempla un mecanismo 

particular de salida del proceso judicial en el artículo 16 de la ley 27.430. 

Quienes adhieren a esta postura sostienen que el artículo 59 inciso 6º del 

Código Penal resulta aplicable, principalmente, a los delitos de contenido patrimonial, 

como los delitos contra la propiedad, pero no puede ser aplicado a los delitos 

tributarios. En este sentido, en el fallo "Patagonia Fly"91, la Cámara Federal de 

Casación Penal, Sala II, sostuvo que, considerando la letra del artículo 34 del Código 

Procesal Penal Federal, que prescribe "los delitos con contenido patrimonial sin grave 

violencia en las personas", se advierte, prima facie, que se refiere a los delitos 

previstos en el Libro segundo, Título VI del Código Penal (Delitos contra la Propiedad), 

y no a los delitos tributarios, cuyo bien jurídico tutelado difiere íntegramente ya que 

apunta, desde una faz dinámica, a asegurar la actividad económica y financiera del 

Estado en lo pertinente a la recaudación y el gasto público. 

                                                             
91“PATAGONIA FLY SA y otro s/recurso de casación”, Cámara Federal de Casación Penal, Sala I, 
06/09/2022. 
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Desde esta perspectiva, el artículo 59 inciso 6º del Código Penal no establece 

que la acción penal pueda ser extinguida respecto de cualquier delito por reparación 

integral del perjuicio. Por el contrario, dispone que podrá ser extinguida por esta razón 

en los casos que indique la ley procesal correspondiente. Por lo tanto, se debe 

verificar si el supuesto de hecho por el que se pretende la extinción por reparación 

está incluido en la ley ritual local. 

Riquert92 señala que la norma primaria de interpretación, indicada por la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, es la de atenerse a sus propias disposiciones en 

todo lo que se haya contemplado en ella, lo que implica privilegiar la orgánica armonía 

de las disposiciones de la ley especial. Sostiene que el art. 59 no dice que la acción 

penal pueda ser extinguida respecto de cualquier delito por reparación integral del 

perjuicio sino, otra cosa bien distinta, que podrá ser extinguida por esta razón en los 

casos que indique la ley procesal correspondiente. Afirma que, en consecuencia, 

como no se han dictado las normas pertinentes se impone la respuesta negativa a su 

aplicación a los delitos tributarios. 

Sumado a esto, Lascano93 sostiene que deben considerarse las declaraciones 

del Senador Urtubey en la sesión donde se debatió el proyecto que con dictamen 

favorable de la Comisión de Justicia y Asuntos Penales del Senado de la Nación 

(20/5/15), fue aprobado por dicho cuerpo en la sesión del 27/5/2015. Señala que, hay 

sólo dos menciones del miembro informante respecto la reparación del daño causado 

por el delito. La primera, cuando alude a la disponibilidad de la acción y menciona tres 

casos, "principio de oportunidad, conciliación y reparación económica" y la segunda 

al explicar que algunas provincias empezaron a admitir que los fiscales puedan dejar 

                                                             
92RIQUERT, Marcelo A., “La reparación integral del perjuicio (art. 59, inc. 6, Cód. Penal) ¿alcanza a 
los delitos tributarios en la provincia de Buenos Aires?”, DPyC 2016 (junio), 50, LALEY 
(AR/DOC/1611/2016, 7). 
93LASCANO, Carlos Julio, op. cit., 4. 
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de lado la acción cuando se produzcan "situaciones de reparación, conciliación o el 

caso de principio de oportunidad". A partir de ello, el autor infiere que los impulsores 

del nuevo inciso 6º del artículo 59 del Código Penal consideraron que la reparación 

del daño es un supuesto de disponibilidad de la acción diferente e independiente de 

la conciliación y que debe consistir en una "reparación económica", razón por la cual 

no admitiría una composición de carácter simbólico. 

Indica que los proyectistas de ningún modo explicaron en qué consiste la 

"reparación integral del perjuicio" como tampoco en qué casos ni bajo qué requisitos 

dicha situación puede tener efectos extintivos de la acción penal, limitándose el texto 

proyectado a expresar que la causal será aplicable "de conformidad con lo previsto 

en las leyes procesales correspondientes". Sostiene que, no se puede admitir la 

extinción de la acción penal sin que en la ley procesal correspondiente se reglamente, 

de modo pormenorizado, en qué clase de delitos y bajo qué requisitos previos la 

reparación integral del perjuicio podría operar con tan amplia gama de efectos. Afirma 

que se trata de una norma jurídica incompleta, que no puede operar de inmediato y 

por sí sola sino que necesita ser completada por otra norma jurídica a la cual remite, 

el Código Procesal Penal, que deberá regular con precisión a qué delitos se puede 

aplicar dicha causal y qué requisitos se deberán cumplir para su procedencia. 

El autor agrega que de ese reenvío a las leyes procesales no deriva la 

consecuencia de que esa nueva causal de cancelación de la punición estatal vaya a 

ser ilimitada y amplia al punto tal que pueda alcanzar a cualquier delito sin tener en 

consideración su gravedad o si afecta o no intereses de carácter público. Por ello, se 

debe aguardar el dictado de las correspondientes leyes de enjuiciamiento criminal 

para recién en ese momento evaluar, en concreto, si sus previsiones son 

groseramente erróneas o irracionales y si vulneran principios constitucionales. 
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Siguiendo esta línea, la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y 

Correccional, Sala III94, dispuso que la causal de extinción de reparación integral 

contenida en el nuevo texto del artículo 59 del Código Penal puede ser aplicable 

procesalmente de manera plausible en relación con un delito contra el bien jurídico 

propiedad (tít. VI del Libro II) y que, en cualquier otro caso, los bienes jurídicos 

tutelados harían siempre discutible si el grado de reparación obtenido ha sido pleno 

o integral o si es posible jurídicamente su mensuración en dinero. Señala que se debe 

tener en cuenta que, aun cuando se haya dado oportunidad de expedirse a todos los 

involucrados directos en el hecho, la remisión para que la mensuración económica se 

haga de una manera alternativa, más o menos sumaria, debería comprender aspectos 

que excederían el marco requerido por el espíritu que surge de la reparación integral 

del artículo 59 inciso 6º porque podría discutirse la naturaleza del daño, la posibilidad 

de incluir un daño psicológico y/o moral, de justificación discutible y susceptible, todo 

lo cual requiere un conocimiento del hecho que exigiría sustanciar el proceso en forma 

plena. 

Sumado a esto, los autores englobados en esta postura consideran que la 

reparación integral no es aplicable al régimen de la ley 27.430 debido a que la 

especialidad desplaza a este instituto ya que la norma tributaria prevé un mecanismo 

extintivo propio.95 El principio de especialidad se enuncia mediante el aforismo 

romano lex specialis derogat legi generali e implica que la ley especial (norma que 

regula una materia determinada de forma particular y especifica) prevalece sobre la 

ley general. Esto es así porque se considera que la norma especial regula 

                                                             
94“ARANDA, Jonathan Ezequiel y CUSTILLO, César Gastón  s/ robo en tentativa”, Cám. Nac. de Cas. 
En lo Crim. y Correc., Sala III, 2/10/2018. 
95LOPETEGUI, Robertino D., “El delito fiscal y las amnistías. Moratorias y blanqueos. Pasado, presente 
y futuro. Consecuencias jurídicas. Análisis de la jurisprudencia”, Debates de derecho tributario y 
financiero, año I, N.º 1, 2021, p. 43. 
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estrictamente con mayor idoneidad el tema en particular y se corresponde con la 

voluntad del legislador. Además, al dictarse una norma de carácter general y una 

especial aplicables a un mismo hecho, es posible inferir que el legislador pretende 

que se aplique la que particularmente regula el caso ya que justificaría la creación de 

esta norma específica.  

Además, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que es 

fundamental respetar la regla de interpretación que consiste en dar pleno efecto a la 

intención del legislador.96 En este sentido, en el fallo “Compañía Global”97 el Tribunal 

sostuvo que habiendo una ley especial que regula la extinción de la acción penal en 

el régimen penal tributario, por ser especial, necesariamente, prevalece sobre la ley 

general en virtud del principio "lex especiales derogat generali". Sumado a esto, indicó 

que si el legislador hubiese querido permitir la aplicación del artículo 59 inciso 6º del 

Código Penal al dictar la Ley 27.430 debería haber “quitado” el mentado artículo 16 

del régimen penal tributario. 

El fallo referido también señala que al momento de dictarse la ley 27.147 que 

incorpora el inciso 6º del artículo 59 del Código Penal, estableciendo una forma nueva 

de extinción de la acción penal, se encontraba vigente el artículo 16 de la ley 24.769 

que no fue derogado por esa norma. Por lo tanto, concluye que, en materia de los 

delitos de la ley penal tributaria, aquél pretendió mantener un régimen especial 

diferente al contemplado por el artículo citado del Código Penal ya que en caso de 

haber querido que para los delitos previstos por la ley penal tributaria rigieran todas 

las disposiciones generales sobre la extinción de la acción penal le hubiese bastado 

con suprimir la norma diferenciadora especial para dar lugar a la aplicación de aquélla. 

                                                             
96TARDÍO PATO, José Antonio, “El principio de especialidad normativa (lex specialis) y sus 
aplicaciones jurisprudenciales”, Revista de Administración Pública, N.º 162, 2003. 
97“Compañía Global de Servicios S.A. s/ Infracción Ley 24.769”, CNPE, Sala B, 26/12/2019. 
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Sin embargo, el legislador mantuvo un sistema especial de extinción de la acción 

penal con respecto a algunos delitos previstos por el Régimen Penal Tributario, 

muestra inequívoca de que, en este aspecto, en materia penal tributaria, no ha 

querido aplicar las disposiciones generales del Código Penal.98  

En el mismo sentido, en el fallo “Sanatorio Nuestra Señora del Pilar S.A.”99  la 

Cámara Federal de Casación Penal, Sala I, dispuso que al momento de dictarse la 

ley 27.147 se encontraba vigente el art. 16 de la ley 24.769, el cual no fue derogado 

por el legislador. En consecuencia, resulta adecuado concluir que, en materia de 

delitos tributarios, aquél procuró mantener un régimen especial diferente al 

incorporado al Código Penal, pues, en caso de haber pretendido que rigieran todas 

las disposiciones generales sobre extinción de la acción penal a esta materia, le 

hubiese bastado con suprimir la norma específica del artículo 16. 

Por otra parte, autores englobados en esta postura han argumentado que al 

encontrarse excluidos los delitos tributarios previstos en la ley penal tributaria de la 

aplicación del art. 76 bis del Código Penal, con mayor razón debe considerarse 

excluidos del art. 59 inciso 6º que tiene un mayor grado de benignidad. En este 

sentido, Riquert100 afirmó que la decisión de política criminal de privilegiar el sistema 

de la ley 24.769 (derogada por la ley 27.430), apartándola de las soluciones 

alternativas contempladas en la ley general, motivó que la ley 26.735 reformara el 

último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal para excluir a los delitos tributarios 

de la suspensión del juicio a prueba. 

                                                             
98“Compañía Global de Servicios S.A. s/ Infracción Ley 24.769”, Cám. Nac. Pen. Eco., Sala B, 
26/12/2019. 
99“Sanatorio Nuestra Señora del Pilar SA y otro s/recurso de casación”, Cám. Fed. Cas. Pen., Sala I, 
13/03/2020. 
100 RIQUERT, Marcelo A, op. cit. p. 3. 
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Riquert, además, considera que aplicar la reparación integral del perjuicio a los 

delitos tributarios reduce la extinción de la acción al poder adquisitivo de quien realiza 

la conducta delictiva. Señala que no habría problemas en cometer cualquier delito 

tributario o previsional. Bastaría con tener el dinero suficiente para satisfacer la 

pretensión fiscal y cerrar la causa judicial que se haya formado al efecto, lo que 

atentaría contra los principios de igualdad y no discriminación. 101 

Por su parte, Marcos Sequeira102 va un poco más allá y sostiene que la ley 

especial deroga la ley general, es decir, el artículo 16 de la Ley Penal Tributaria 

deroga el artículo 59 inciso 6º del Código Penal por lo que éste es inaplicable para 

extinguir la acción penal en materia de delitos tributarios. 

En conclusión, este sector de la doctrina y jurisprudencia sostiene que el 

artículo 59 inciso 6º del Código Penal no resulta aplicable a los delitos tributarios 

debido a que estos se encuentran regulados por una legislación especial que 

establece un mecanismo propio de salida del proceso judicial, en el artículo 16 de la 

ley 27.430. Consideran que dicha normativa refleja la voluntad del legislador de 

mantener un régimen autónomo y específico para estos delitos, distinto del previsto 

en el Código Penal, evitando así que las disposiciones generales sobre la extinción 

de la acción penal se apliquen a los delitos tributarios. 

8) Requisitos de procedibilidad. 

Este capítulo tiene como objetivo examinar los requisitos de procedibilidad del 

mecanismo de extinción penal por reparación integral del perjuicio. Por un lado, se 

enfocará en el debate relativo al requisito de intervención y participación del Ministerio 

Público Fiscal y la naturaleza vinculante o no de su dictamen. Se analizarán las 

                                                             
101RIQUERT, Marcelo A, op. cit. p. 3. 
102SEQUEIRA, Marcos A., “¿Una nueva vía de escape en el proceso penal tributario? Doctrina Penal 
Tributaria y Económica, Errepar, Buenos Aires, 2016. 
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diversas interpretaciones doctrinarias y jurisprudenciales respecto al rol del fiscal en 

la implementación de este instituto de extinción de la acción penal. 

Por otro lado, se expondrá la discusión acerca de la necesidad del 

consentimiento de la víctima como condición esencial para la procedencia de la 

reparación integral del perjuicio. Se examinarán las posturas que defienden la 

autonomía de la voluntad de la víctima en la resolución del conflicto penal y aquellas 

que consideran prioritaria la evaluación del interés público y la adecuación a los fines 

de la justicia penal.  

Este análisis permitirá comprender las diferentes perspectivas que configuran 

el debate actual en torno a la aplicación de esta normativa. 

a)  Rol del Ministerio Público Fiscal. 

La doctrina y la jurisprudencia no han llegado a un consenso sobre la 

intervención del Ministerio Público Fiscal ni sobre si tiene un carácter vinculante o no  

su dictamen. 

Sánchez Santander103 considera que el consentimiento del fiscal es un 

presupuesto formal indispensable para la reparación integral del perjuicio. Señala que 

la especificidad del instituto bajo estudio erige como necesario un examen del Fiscal 

sobre la conveniencia de su aplicación. Entiende que es deficiente la técnica 

legislativa empleada ya que el legislador debió establecer mínimamente las pautas 

para la aplicación de esta causal de extinción de la acción penal, asegurando una 

correcta reparación del perjuicio. Indica que, debido a este vacío legal, los operadores 

jurídicos (fiscal y juez) deben verificar que el acuerdo reparatorio sea integral y 

restaurador. 

                                                             
103SÁNCHEZ SANTANDER, Juan Manuel, “Reparación integral del perjuicio y acuerdo conciliatorio:  
naturaleza jurídica y consentimiento fiscal”, Repositorio del Colegio de Abogados y Procuradores de la 
Primera Circunscripción Judicial, Mendoza, 2020. 



60 
 

Cano y Amellotti104 sostienen que, tratándose de institutos de política criminal 

y de disponibilidad de la acción, el consentimiento y la oposición del fiscal, como titular 

de la acción penal, son obligatorios para el tribunal, siempre que estén fundados y 

conforme al artículo 69 del CPPN. Indican que la oposición fundada del Ministerio 

Público Fiscal a la procedencia de la reparación integral del perjuicio, previo control 

de su fundamentación, resulta vinculante para los jueces. Añaden que la doctrina que 

emana de los precedentes que se encontraban a favor de la conformidad del Fiscal 

para que proceda la suspensión del juicio a prueba resulta plenamente aplicable a los 

pedidos de extinción en función del inciso 6º del art. 59 del Código Penal. 

Puntualmente, se refieren al fallo “Kosuta”105 en el cual la Cámara Nacional de 

Casación Penal sostuvo, como doctrina plenaria con relación a la suspensión del 

proceso a prueba, que "la oposición del Ministerio Público Fiscal, sujeta al control de 

logicidad y fundamentación por parte del órgano jurisdiccional, es vinculante para el 

otorgamiento del beneficio". 

Asimismo, el Tribunal Oral Penal Económico nro. 1 en el fallo “Lopuzzo”106 

sostuvo que la reparación integral del perjuicio fue prevista como un supuesto de 

disponibilidad de la acción penal, por lo que -más allá de que no exista una regulación 

específica- resulta necesaria la participación y el consentimiento del Fiscal. Señaló 

que esta postura se respaldó en el debate del proyecto normativo de la ley 27.147, 

donde se discutió la disponibilidad de la acción penal. En dicho contexto el senador 

nacional Rodolfo Julio Urtubey indicó: “…los casos de disponibilidad de la acción, 

como principio de oportunidad, conciliación y reparación económica. Las provincias 

argentinas hacen sus códigos y empezaron a admitir que los fiscales podían dejar de 

                                                             
104CANO, Daniel y AMELOTTI, Nicolás, op. cit. p. 6. 
105"Kosuta, Teresa R.", Cam. Fed. Cas. Penal, 17/08/1999. 
106“Lopuzzo, Karina Mariel s/ Infracción Ley 22.415”, CPE 25/2017/TO1, TO. Pen. Eco. N.°1, Buenos 
Aires, 29/12/2022. 
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lado la acción cuando se producían situaciones de reparación, conciliación o el caso 

de principio de oportunidad. ¿Qué hicimos nosotros? Para zanjar esta discusión y 

convertirla en una cuestión casi de gabinete dijimos: Pongamos en el Código Penal 

esta posibilidad de extinción de la acción, para que quede claramente en el Código 

Penal sancionado para todo el país, como código de fondo, que esa posibilidad de 

disponer de la acción exista. Por supuesto que en las condiciones que cada 

ordenamiento procesal penal … lo disponga…".107 De este modo, observó que el 

instituto de la reparación integral del perjuicio fue previsto como un supuesto de 

disponibilidad de la acción y que la remisión hecha por el art. 59 inciso 6º del Código 

Penal “a las leyes procesales correspondientes”, se refiere a las reglas de 

disponibilidad de la acción pública previstas en la legislación procesal. Concluyó que 

la postura que adopte la Fiscalía (ya sea que preste el consentimiento o manifieste 

su oposición) en principio resulta vinculante para el Tribunal, que solo puede realizar 

el control de legalidad y razonabilidad. En efecto, como titular de la acción penal 

pública, la Fiscalía tiene a su cargo el juicio de oportunidad político criminal para 

determinar la conveniencia de continuar o interrumpir la persecución penal en cada 

caso concreto, para lo cual deberá considerar la solución que mejor se adecúe al 

restablecimiento de la armonía entre sus protagonistas y la paz social (art. 22 del 

Código Procesal Penal Federal).   

Siguiendo esta línea, el Dr. Jantus , integrante de la Cámara Nacional de 

Casación Penal, Sala III108, sostuvo que "... si la fiscalía en ejercicio de la acción penal 

entiende que se han dado los supuestos para dar por superado el conflicto mediante 

                                                             
107Al respecto, cabe reparar en que -según la Corte Suprema de Justicia de la Nación- las explicaciones 
brindadas por los miembros informantes de los proyectos deben ser consideradas al constituir fuente 
propia de interpretación de la ley (Fallos, 328:4655; y 329:3546, entre otros). 
108"Brusti González", Cám. Nac. Cas. Crim. y Correc., sala 3 º, 06/11/2018. CCC 
036643/2017/TO01/3/1/RH001, Recurso Queja N.º 1 - Incidente N.º 3 - Imputado: Brusti González, 
Jonathan Leandro s/Incidente de recurso extraordinario, 11/7/2019. 
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algunos de los institutos del artículo 59 inciso 6º del Código Penal y, con la 

conformidad del perjudicado, entiende que no corresponde continuar con el ejercicio 

de esa acción, los jueces deben proceder conforme lo establece la norma citada y 

tener por extinguida la acción". 

En el mismo sentido, la Dra. Yungano jueza del Tribunal Oral en lo Criminal 

nro. 26109 sostuvo que “la función del Ministerio Público Fiscal es la de intervenir en 

todos los asuntos en los que se encuentren involucrados el interés de la sociedad y 

el orden público, debiendo promover la actuación de la justicia en defensa de la 

legalidad y de los intereses generales de la sociedad, conforme lo dispuesto por la 

Constitución Nacional y la ley 24.946. Si adherimos a un proceso acusatorio, la 

oposición fundada del representante del Ministerio Público, resulta vinculante para el 

tribunal. Es el Ministerio Público Fiscal, por el principio de legalidad y del sistema 

acusatorio, quien tiene a su cargo la promoción y el impulso de la acción penal pública, 

en función de una pretensión contenida en la misma acción". 

Por su parte, la Cámara Federal de Casación Penal, sala IV110 señaló que el 

Ministerio Público Fiscal es el encargado de “promover la actuación de la justicia en 

defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad” y “representar y 

defender el interés público en todas las causas y asuntos que conforme a la ley se 

requiera” (arts. 120 de la CN y 1° y 25 “b” de la ley 24.946 —Ley Orgánica del 

Ministerio Público—). Consideró que, en ese contexto, deviene lógico exigir que 

medie consentimiento del Ministerio Público Fiscal para tener por extinguida la acción 

penal en virtud de la reparación integral del perjuicio. 

                                                             
109"J. D. G.", TO. Crim. N.º 26, CCC 19190/2016/TO1, 13/10/2016, voto en disidencia de la Dra. 
Yungano. 
110“B., G. A. y Z., U. A. s/ averiguación del delito” Cam. Fed. Cas. Pen. Sala IV, 14/11/2018,  RDP 2019-
7 , 1360, con nota de Josefina Fortte, LALEY (AR/JUR/60569/2018) 
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Asimismo, la Cámara Federal de Casación Penal, Sala I111, dispuso que se 

debe tomar en cuenta el escenario planteado por el art. 34 Código Procesal Penal 

Federal, mediante el cual se transfiere exclusivamente al Ministerio Público Fiscal la 

promoción y disposición de la acción penal.  

Además, la Cámara Federal de Casación Penal, Sala IV en el fallo 

“Castañeiras”112 remarcó la necesidad de que medie el consentimiento del Ministerio 

Público Fiscal para tener por extinguida la acción penal en los términos del inciso 6° 

del art. 59 del Código Penal. Señaló que el preeminente rol que asume el 

representante del Ministerio Público Fiscal en estos medios alternativos de resolución 

del conflicto penal es insustituible y la judicatura no puede, con el pretexto de analizar 

la razonabilidad de su posición, prescindir o asumir solapadamente, el rol que 

institucionalmente le corresponde al acusador público, solución que no se 

compatibiliza con el consagrado principio acusatorio.  

En este orden de ideas, en el fallo “Patagonia Fly”113 la Cámara Federal de 

Casación Penal, Sala I sostuvo que “en razón de que el proceder del tribunal 

sentenciador no toma en cuenta el escenario que plantea el art. 34 del CPPF, 

advertimos, que el juez adoptó un rol que contraría el cambio que pregona el nuevo 

texto procesal, en el que se transfirió exclusivamente al Ministerio Público Fiscal la 

promoción y disposición de la acción penal”. Señaló que el fallo impulsó la aplicación 

de un instituto alternativo para la resolución de conflictos pero omitió tomar en cuenta 

la participación y conformidad que debe prestar el representante del Ministerio Público 

Fiscal, quien había opinado fundadamente que no correspondía la aplicación del 

instituto de la extinción de la acción penal. Concluyó que tales omisiones configuran 

                                                             
111“Patagonia Fly SA. y otro s/Recurso de Casación”, CFCP, Sala I, 06/09/2022. 
112“Castañeiras, Patricia Mariana s/ recurso de casación”, Cam. Fed. Cas. Pen., Sala IV, 23/10/2020. 
113“Patagonia Fly SA. y otro s/Recurso de Casación”, CFCP, Sala I, 06/09/2022. 
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un supuesto de arbitrariedad que priva de efectos la decisión impugnada e impone su 

anulación. 

Sumado a esto, en el fallo “Lorenzo”114 el Tribunal Oral en lo Penal Económico 

N.º 1 expresó que la oposición manifestada por el representante del Ministerio Público 

Fiscal al respecto constituye un obstáculo insalvable para que la petición tenga 

recepción favorable, teniendo en consideración la naturaleza jurídica del instituto allí 

previsto. Indicó que la ley, expresamente, prescribe que es el Ministerio Público Fiscal 

el que “puede” prescindir total o parcialmente del ejercicio de la acción penal pública 

y que el representante de dicho Ministerio “…es quien representa a la sociedad 

agraviada por el delito y a quien, por ello corresponde verificar la razonabilidad y el 

cumplimiento de los requisitos requeridos por la ley…”. Además, expuso que la 

reparación integral del perjuicio fue prevista como un supuesto de disponibilidad de la 

acción penal, por lo que -más allá de que no exista una regulación específica- 

considera que resulta necesaria la participación y el consentimiento fundado de la 

persona que representa al Ministerio Público Fiscal. 

En este orden, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y 

Correccional Federal, Sala I115, indicó que el fiscal manifestó su interés en continuar 

con el proceso y, cuando fue consultado específicamente sobre el punto, se pronunció 

en contra de la procedencia del instituto. En este contexto, la Cámara consideró que 

resulta irrelevante analizar cuál es la ley procesal aplicable a la que se refiere el inciso 

6° del artículo 59 del Código Penal o cuáles son los requisitos necesarios para su 

aplicación debido a que todo el proceso depende de una condición que no se ha 

cumplido: la aprobación del fiscal. Por lo tanto, la Cámara confirmó la decisión del 

                                                             
114“Lorenzo, Néstor Osvaldo s/ inf. Ley 24769”, TO. en lo Pen. Eco. N.º 1, 14/09/2022. 
115 “F., M. A. s/ falta de acción”, Cám. Nac. de Ap. en lo Crim. y Correc. Fed., Sala I, 13/07/2017. 
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tribunal de primera instancia que rechazó la solicitud de la defensa de declarar la falta 

de acción. Esta decisión se basó en que la negativa del fiscal de aceptar el instituto 

solicitado impidió que el particular damnificado pueda determinar el curso del proceso. 

De lo expuesto se advierte que diversos fallos judiciales han resaltado la 

necesidad de la intervención del Ministerio Público Fiscal para la procedencia de la 

reparación integral del perjuicio, exigiendo su conformidad como condición para la 

extinción de la acción penal. Esta postura se fundamenta en el rol del Ministerio 

Público Fiscal como titular de la acción penal, lo que le confiere la facultad de decidir 

sobre la conveniencia de continuar o interrumpir la persecución penal. En este 

sentido, la jurisprudencia destaca que sin la aprobación del Fiscal el proceso de 

extinción de la acción penal no puede prosperar, a fin de garantizar la coherencia con 

el principio acusatorio y con el marco normativo vigente. 

Por otra parte, se encuentra un sector doctrinario y jurisprudencial que 

considera que el dictamen del Fiscal no resulta vinculante para el juez. 

En este sentido, Gouvert116 señala que si bien resulta conveniente y necesaria 

-como órgano defensor de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad- la 

intervención del Ministerio Público Fiscal, su opinión no es vinculante. El Juzgador es 

quien en definitiva decretará la viabilidad y procedencia del acuerdo y, por ende, la 

extinción de la acción penal. 

Del mismo modo, el Tribunal Oral en lo Criminal Federal N.º 6117, señaló que 

“El consentimiento del Ministerio Público Fiscal es el requisito que impone el cuarto 

párrafo del art. 76 bis del CP y no así el art. 293 del CPPN, que se utilizó de manera 

supletoria a los fines de resolver […] la instrumentación de la audiencia. Ello así pues 

                                                             
116GOUVERT , Juan Fernando, Glosa a la conciliación o reparación como modos de extinción de la 
acción penal 
117“VGP”, Causa N.º 25020/2015, TO. en lo Crim. Fed. Nº 6 de la Capital Federal, 21/3/2017. 
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se debe discutir la aplicación o no de la extinción de la acción penal. Entonces no es 

necesario en este caso contar con el consentimiento de la titular de la acción penal a 

la hora de resolver lo que emana de otro instituto completamente distinto”. Desde esta 

perspectiva se tiene en cuenta que la ley no exige el consentimiento fiscal para 

disponer la extinción de la acción penal por reparación integral, diferenciándola de 

otros institutos en que si lo requiere expresamente, como la suspensión del juicio a 

prueba.  

En el fallo “Robles”118 la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y 

Correccional de la Capital Federal, Sala III, dispuso que la configuración de una 

causal de extinción de la acción penal como la que está en juego debía ser declarada 

por el juez que la constate en el proceso ante la sola alegación de la defensa, sin que 

dependiera del consentimiento fiscal ni de instrucciones generales o particulares del 

Ministerio Público, dado que dicho instituto no se trata de un principio de oportunidad 

reglado sino de un impedimento legal a la continuidad del proceso, dirigido 

normativamente al juez, quien más allá de garantizar a todas las partes el derecho a 

ser oídas debe resolver sin más sobre la procedencia de aquella causal, aún pese a 

la oposición de la Fiscalía que tendrá, de todos modos, la facultad de recurrir lo 

resuelto.  

            Esta postura también fue adoptada por la Cámara Nacional de Casación en lo 

Criminal y Correccional de la Capital Federal, Sala III, en el fallo “González, 

Emiliano”119, en el cual sostuvo que la puesta en vigencia de las disposiciones del 

Código Procesal Penal Federal brinda un fundamento más a la “innecesaridad de la 

conformidad de la Fiscalía”. Sostiene que, en efecto, cuando se trate de la aplicación 

                                                             
118“Robles, Ignacio Cristopher s/ robo en poblado y en banda en tentativa”, Cam. Nac. De Cas. en lo 
Crim. y Correc. de la Capital Federal, Sala III, 18/12/2020. 
119“González, Emiliano s/lesiones culposas”, Cám. Nac. De Cas. en lo Crim. y Correc. de la Capital 
Federal, Sala III, 29/09/2020. 
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de un criterio de oportunidad del art. 31 Código Procesal Penal Federal quedará a 

criterio del Fiscal pero no cuando se trate de las otras disposiciones como la 

reparación integral o la conciliación.  

Además, señala que el art. 34 del Código Procesal Penal Federal alude a la 

conciliación como forma de extinción de la acción penal, pero guarda evidente   

analogía (mas no identidad absoluta) con el instituto aquí tratado. Indica que no está 

de más señalar que dicha disposición alude a la posibilidad de que el Ministerio 

Público   Fiscal,   “ante   el   incumplimiento   de   lo   acordado”,   pueda solicitar la 

reapertura de la investigación, pero en modo alguno limita la aplicación del instituto a 

la previa conformidad de dicho órgano acusador. Desde este enfoque se tiene en 

cuenta que el instituto materia de análisis no ha sido incluido en forma expresa en el 

Código Procesal Penal Federal como un criterio de oportunidad ni como un supuesto 

de disponibilidad de la acción. 

Siguiendo esta línea, en el fallo “Amarilla”120, la Cámara Nacional de Casación 

en lo Criminal y Correccional, Sala I, señaló que el Tribunal Oral en lo Criminal N.°1 

descartó el dictamen de la Fiscalía y sostuvo que no vinculaba al tribunal por contener 

una fundamentación meramente aparente. El Tribunal señaló que al decidir de modo 

contrario a la posición del órgano acusador, no asumió el ejercicio de oficio de la 

acción penal (lo cual le es vedado) sino que, simplemente, al comprobar que no se 

verifican los extremos legales que darían lugar a la extinción de la acción penal, oído 

dicho órgano, se limitó a rechazar una pretensión en ese sentido. Al respecto, la 

Cámara consideró que la argumentación del tribunal sobre este punto es correcta y 

no presenta déficits de fundamentación por lo que el agravio de la defensa vinculado 

                                                             
120Amarilla Bruno Ezequiel s/recurso de casación”, Cám. Nac. Cas. en lo Crim. y Correcc., Sala I, 
Capital Federal, 13/12/2017. 
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a la afectación del principio acusatorio y a las garantías de imparcialidad, derecho de 

defensa y debido proceso debe ser descartado.  

Por su parte, Clarey y Vázquez Pereda121 sostienen que no es necesario el 

consentimiento del fiscal argumentando que debe observarse el conflicto penal desde 

la perspectiva de la víctima y no desde el incumplimiento del "contrato social" o del 

quebrantamiento de la norma. Afirman que la extinción de la acción penal responde 

a un nuevo interés político criminal que reconsidera a la víctima y busca una 

reparación real de los daños causados. En consecuencia, concluyen que no se debe 

exigir un dictamen favorable del fiscal para la homologación del acuerdo privado 

alcanzado por las partes, siempre que se satisfagan las demandas materiales de la 

víctima y se logre satisfacer subjetivamente a las personas afectadas. También 

sostiene que el juez o el Ministerio Público Fiscal no pueden reemplazar la voluntad 

de las partes si han actuado con plena autonomía. Álvarez Echagüe122 concuerda con 

esta posición respecto a la intervención del Ministerio Público Fiscal y señala que la 

participación del fiscal es necesaria pero no su conformidad. 

  Asimismo, el Tribunal Oral en lo Criminal N.º 26 de la Capital Federal123, ha 

sostenido que no se le debe dar mayor importancia al acuerdo del Ministerio Público 

Fiscal, excepto en casos en que el mismo motive de forma racional su oposición en 

que la paz social se encuentra comprometida o cuando se trate de delitos cuya 

persecución el país se obligó a través de instrumentos internacionales.   

De lo expuesto se observa una clara divergencia sobre el papel del Ministerio 

Público Fiscal en el proceso de extinción de la acción penal mediante la reparación 

integral del perjuicio. Mientras algunos fallos subrayan la necesidad del 

                                                             
121CLAREY, Camila y VÁZQUEZ PEREDA, Fernando E., op. cit. p. 5. 
122ÁLVAREZ ECHAGÜE, Juan Manuel, op. cit. p. 325 
123“VGP”, TO. en lo Crim. Fed. Nº 6 de la Capital Federal, v21/3/2017. 
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consentimiento del Fiscal como requisito indispensable, otros sostienen que dicho 

consentimiento no es vinculante y que la decisión recae en el juez. Esta postura se 

fundamenta en la interpretación de la reparación integral del perjuicio como un 

impedimento legal dirigido al juez, o bien, como un criterio de oportunidad o de 

disponibilidad de la acción que dependa del criterio del Fiscal.  

A partir de ello cabe concluir que la intervención del Ministerio Público Fiscal, 

aunque relevante, no puede ser determinante en todos los casos, especialmente 

cuando su oposición carece de fundamentos racionales y objetivos. Esta discusión 

refleja la complejidad de la cuestión y la necesidad de que los jueces realicen un 

análisis detallado de los fundamentos utilizados por la Fiscalía en cada caso concreto. 

 

b) Consentimiento de la víctima. 

La jurisprudencia y la doctrina se encuentra dividida en cuanto a la necesidad 

del consentimiento de la víctima para la procedencia de la extinción de la acción penal 

por reparación integral del perjuicio. 

Por un lado, un sector de la doctrina y la jurisprudencia sostiene que no se 

requiere la conformidad de la víctima para la aplicación del instituto en estudio.  

En este sentido, Cano y Amelotti124 señalan que para dar una respuesta 

adecuada a este punto es menester partir de la diferenciación entre conciliación y 

reparación integral. Indican que la primera se trata de un acuerdo entre víctima y 

victimario —que puede o no incluir algún tipo de reparación o resarcimiento 

económico—, por lo que la aquiescencia de la víctima es indispensable. En cambio, 

no consideran necesario el consentimiento de la víctima para la procedencia del 

instituto de la reparación integral. Señalan que ambos mecanismos de extinción de la 

                                                             
124CANO, Daniel y AMELOTTI, Nicolás, op. cit. p. 10 y 11. 



70 
 

acción penal no son equivalentes, que puede haber casos de conciliación aun sin 

reparación integral y, también, supuestos en los que procede la reparación sin que 

haya conciliación. Sostienen que la reparación integral puede proceder sin el acuerdo 

de la víctima, siempre y cuando lo ofrecido por el imputado repare íntegramente el 

daño, en todas sus facetas (moral, material, psicológico, etc.). Aclaran que la 

perspectiva subjetiva de la víctima debe ser considerada, pero no es vinculante. 

Agregan que habría que analizar cuidadosamente sus razones antes de adoptar una 

decisión respecto de la reparación para evitar el riesgo de que los fines del proceso 

terminen reconducidos a un interés subjetivo más propio de una venganza privada.  

En apoyo a esta postura, Álvarez Echagüe125 afirma que “es necesaria la 

participación de la víctima en la reparación integral del daño y que ésta no puede ser 

decidida de oficio, aunque de ahí a señalar que debe existir un acuerdo entre ambas 

partes hay un abismo”. Señala que alcanza con que se haya cumplido objetivamente 

con una reparación integral del daño causado, aunque no haya un acuerdo.  

Por su parte, Lascano126 sostiene "... de acuerdo con el texto del art. 59, inc. 

6º, Cód. Penal, la 'reparación integral del perjuicio' podría no ser precedida de una 

conciliación o acuerdo entre partes, sino ser el producto de una decisión unilateral y 

no consensuada, de quien asume esa obligación de modo espontáneo o la debe 

cumplir por haber sido condenado por una sentencia dictada en un proceso tramitado 

en sede penal o civil" 

Siguiendo esta línea, el Juzgado Federal De Bell Ville127 indicó que “Si bien es 

cierto que la víctima del delito investigado – evasión simple – es la comunidad y más 

precisamente el erario público de la comunidad, la Administración Federal de Ingresos 

                                                             
125ÁLVAREZ ECHAGÜE, Juan Manuel, op. cit. p. 325. 
126LASCANO, Carlos Julio, op. cit. 4. 
127“Vasconi, Aldo Luis s/Evasión Simple Tributaria. Denunciante: A.F.I.P. (D.G.I.) Dirección Regional 
Rio Cuarto”, Expte. FCB 87721/2018, Juzg. Fed. de Bell Ville, 08/9/2021. 
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Públicos tiene justamente a su cargo el cuidado de las arcas del Estado como así 

también el deber de recaudar y verificar el cumplimiento de las obligaciones 

tributarias. Podríamos decir entonces que se encuentra legitimada para representar 

los intereses difusos de las víctimas del delito de evasión simple tributaria. Como 

víctima entonces tiene derecho a expresarse respecto de una posible salida 

alternativa a este proceso penal, e incluso tiene potestad para oponerse a la misma.  

El fallo continúa explicando que la oposición de la víctima, como el ejercicio de 

cualquier derecho, debe ser razonable. Que, en el caso, el imputado había cumplido 

con la obligación fiscal denunciada y satisfecho cada uno de los requerimientos 

económicos formulados por la AFIP. Sin embargo, la Administración Federal de 

Ingresos Públicos continuaba con su pretensión sobre el castigo penal que 

eventualmente podría recaer sobre el imputado. El Juzgado señala que la postura de 

la Administración Federal de Ingresos Públicos no tiene en cuenta la normativa 

vigente y de clara aplicación al caso y no reclama ningún concepto impago ni expone 

que podría hacer el imputado para satisfacer sus intereses, por lo que entiende poco 

razonable su negativa a la reparación del daño y considera que no tiene la capacidad 

de impedir la finalización del proceso penal anticipada que aquí se estudia.  

En este sentido, en el fallo “Puche”128 el Tribunal Oral Penal Económico N.º 1 

sostuvo que la perspectiva subjetiva de la víctima ha de ser tenida especialmente en 

cuenta pero no puede resultar vinculante. Habría que analizar cuidadosamente sus 

razones antes de adoptar una decisión respecto de la reparación, para evitar el riesgo 

de que los fines del proceso terminen reconducidos a un intereses subjetivos. Señala 

que no se trata de negar la importancia de conocer en estos casos la opinión de la 

víctima sino de afirmar que, en última instancia, lo que deberá primar es un análisis 

                                                             
128“Puche, Raúl; Gadaleta, Ignacio y otros s/ Inf. Ley 22.415”, TO. Pen Eco. 1, Buenos Aires, 6/2023. 
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objetivo de la concurrencia de una reparación integral de sus intereses. Concluye que 

si bien su opinión resulta de suma relevancia, no puede ser considerada dirimente y 

deben ser cuidadosamente analizados los argumentos negativos con el fin de impedir 

que el proceso sirva únicamente para la satisfacción de intereses ligados a la 

venganza privada. 

En relación a este punto, en el mencionado fallo “Amarilla”129, la Cámara 

Nacional de Casación, Sala I, confirmó la negativa del juez de grado explicando que 

“corresponde aclarar que la ley no es disponible para las partes, de modo que la 

pretensión coincidente que éstas le puedan acercar al órgano jurisdiccional, sobre la 

base de una interpretación legal diversa o errónea no lo vincula a fallar 

irremediablemente en favor de esa pretensión, como si se tratara de una mera 

homologación de acuerdos entre partes. La interpretación de la ley es una tarea que 

le compete con exclusividad al juzgador, de manera que es correcto prescindir de la 

aplicación de una determinada disposición si a criterio de su único intérprete no se 

dan en el caso concreto los requisitos que habilitan su procedencia”. 

Asimismo, el Tribunal Oral Penal Económico nro. 3130 expuso que la oposición 

de la parte querellante no resulta óbice para que proceda la aplicación al caso del 

instituto de la reparación integral, toda vez que el acuerdo de aquélla no constituye 

un requisito específico para la procedencia del mismo. El legislador al incorporar el 

instituto al Código Penal de la Nación introdujo medios alternativos de solución de 

conflictos que pudieran reducir el ius puniendi estatal, orientando la legislación hacia 

soluciones reparatorias traducidas en herramientas de gestión que procuren la paz 

social, reduciendo la irracionalidad de la respuesta punitiva del Estado. Abundante 

                                                             
129“Amarilla Bruno Ezequiel s/recurso de casación”, Cám. Nac. Cas. en lo Crim. y Correcc., Sala I, 
Capital Federal, 13/12/2017. 
130“Corijunio S.A., López Da Silva, Antonio s/Inf. Ley 24.769”, TO. Pen. Eco. N.º 3, 17/11/2020. 
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doctrina sostiene que la reparación integral consiste en el cumplimiento unilateral por 

parte de los imputados de las prestaciones relativas a la obligación de resarcir 

satisfactoriamente todas las consecuencias producidas de modo indebido por el 

hecho ilícito que se le atribuye, mientras que la conciliación resulta de un acuerdo 

entre las partes.  

Respecto a ello, Yacobucci y Ezeiza131 señalan que la redacción del artículo 

59 inciso 6° del Código Penal es amplia y no requiere consentimiento alguno de la 

víctima para su procedencia. Indican que bastaría con que el perjuicio se repare de 

manera “integral”, extremo que podría aparejar en ciertos casos a la extinción de la 

acción aún contra la voluntad de la víctima o del Ministerio Público, en la medida en 

que el daño se haya efectivamente reparado en términos legales. De igual manera, 

procedería en las causas en donde se investigan delitos tributarios aún frente a la 

oposición del organismo recaudador. Advierten que la procedencia de la causal 

extintiva se limita, en lo que hace a la norma de fondo, a la efectiva reparación integral 

del daño, siendo indiferente el consentimiento de los restantes actores del proceso.  

De lo expuesto se desprende que, para este sector de la doctrina y la 

jurisprudencia, la reparación integral puede proceder sin el acuerdo de la víctima. 

Subraya la importancia de la participación de la víctima y exige que el perjuicio sea 

reparado en todas sus facetas, reconociendo que la perspectiva de la víctima debe 

ser considerada, pero carece de carácter vinculante. Se destaca que, en última 

instancia, la decisión recae en el juez, quien debe constatar que objetivamente se 

cumpla con la reparación integral, evitando que el proceso judicial se convierta en un 

medio para la satisfacción de intereses de venganza privada. Este enfoque busca 

                                                             
131YACOBUCCI, Ignacio y EZEYZA, Mariano Abel, op. cit., p. 2. 
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equilibrar la protección de los derechos de la víctima con la racionalidad y finalidad 

del proceso penal, orientado hacia soluciones reparatorias y la paz social. 

Por otro lado, se encuentra un sector doctrinario y jurisprudencial que 

considera que sin la conformidad de la víctima no puede aplicarse este instituto. 

En este sentido, María Alicia Ginjaume132 sostiene que “Convenida la vigencia 

-del art. 59 inciso 6° de Código Penal- deberá también asumirse que la intervención 

del Ministerio Público Fiscal —como órgano a cargo del control de legalidad— queda 

ceñida a la verificación de que la víctima acepte, manifestando con claridad un 

consentimiento libre, sin vicios de voluntad y que conozca los alcances de dicho 

acuerdo, en tanto significan el cierre del proceso, a la verificación de que no hayan 

daños contingentes a considerar más allá de los que específicamente provocó la 

conducta y si, estos daños existieran, a la verificación de que las partes convengan el 

modo de repararlos en forma "integral". 

 Asimismo, Fortte133 considera el consentimiento de la víctima como requisito 

necesario para la procedencia de la extinción de la acción penal por reparación 

integral. Señala que no homologar un acuerdo labrado en paridad, sin sometimiento 

de ninguna de las partes, además de resultar gravoso para el imputado, implica 

sumarle afectación a la parte damnificada, pues a partir de ello se la expropia de un 

conflicto que le pertenece y se le impone, aun contra su voluntad, continuar sujeta a 

un proceso imbuido de burocracia. Considera que frente a un caso en el que las partes 

hayan consensuado la aplicación del instituto materia de análisis y el Ministerio 

Público Fiscal no haya formulado reparo para prescindir de la acción penal en lo 

concreto, el juez no tendrá per se jurisdicción para la continuación del proceso, o, al 

                                                             
132 GINJAUME, María Alicia, op. cit. p. 3. 
133FORTTE, Josefina, “La reparación integral del perjuicio como causal de extinción de la acción penal. 
Comentario al caso "Gerardo A. Bobbio", de la Cámara Nacional Federal de Casación en lo Criminal y 
Correccional”, RDP 2019-7, 1370, LA LEY (AR/DOC/1785/2019). 
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menos, no sin riesgo de lesionar el principio acusatorio (art. 120 CN) y de igualdad 

(art. 16 CN), pilares fundamentales del Estado de derecho. Afirma que esta solución 

se ajusta al principio pro homine y al de última ratio del derecho penal y ofrece una 

vía más ágil y eficaz para resolver conflictos, garantizando a la víctima una reparación 

efectiva y contribuyendo al descongestionamiento de los órganos jurisdiccionales. 

En el fallo Verde Alva134, el Dr. Sarrabayrouse sostuvo que “...la reparación 

integral del daño debe ser racional. De allí que necesariamente requiera una activa 

participación de la víctima y no pueda ser decidida de oficio, sin un consentimiento 

expreso de aquella, con lo cual, y pese a la utilización de la disyunción “o” por parte 

del legislador, resulta muy difícil trazar una frontera tajante con la conciliación, que 

separe de manera categórica ambos institutos y permita imaginar casos donde el 

tribunal decida sin escuchar al ofendido. La conciliación y la reparación integral, para 

funcionar adecuadamente, exigen la participación y el consentimiento de la víctima, 

es decir, que en ambos casos debe existir un acuerdo, cuyo contenido puede variar 

sustancialmente en uno u otro caso”. 

Sumado a esto, el Tribunal Oral en lo Criminal N.º 30 de la Capital Federal135 

sostuvo "Si el objetivo de la reparación integral del perjuicio se relaciona con los 

intereses de la víctima y funciona como un medio alternativo para superar el conflicto 

que, de otro modo, podría llevar a la aplicación de otra clase de sanción, el 

acercamiento de las partes -víctima e imputado- en el marco de un acuerdo de 

conciliación y de entendimiento para lograr aquella reparación, torna lógico considerar 

que se trata de un único supuesto un acuerdo en el que el imputado asume un 

compromiso de reparación. La importancia del rol atribuido a la víctima en el actual 

                                                             
134“Verde Alba, Brian Antoni s/recurso de casación”, Cám. Nac. Cas. en lo Crim. y Correc., Sala II, 
22/05/2017. 
135"BAS", TO. en lo Crim. N.º 30 de la Capital Federal, 29/9/2017. 
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sistema de enjuiciamiento [...] lleva a pensar [...] que la reparación integral del 

perjuicio no podría ser considerada como un acto unilateral del imputado prescindente 

de un acuerdo con la víctima" . Seguidamente, el Tribunal expuso que, arribado un 

acuerdo entre víctima y victimario, en el que este último ofrece una reparación integral 

del perjuicio sufrido, debe regir el principio de política criminal de última ratio ya que 

el legislador nacional al momento de sancionar la ley 27.147 ha previsto la posibilidad 

de que los protagonistas de un conflicto penal puedan acudir a la vía de conciliación 

o reparación integral del daño para solucionarlo, dejando la utilización de la vía penal 

para cuando dicho extremo no pueda ser cumplido. 

En el fallo “Gómez”136 la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y 

Correccional, Sala I, dispuso que la ausencia de intervención de la víctima conlleva la 

nulidad de la resolución atacada.   

En igual sentido, en el fallo “Villalobos”137 la Cámara Federal de Casación 

Penal, Sala 4, expresó que “la justicia restaurativa es un proceso para resolver el 

problema de la delincuencia enfocándose en la compensación del daño a las víctimas, 

haciendo a los delincuentes responsables de sus acciones y también, a menudo, 

involucrando a la comunidad en la resolución del conflicto. La participación de las 

partes es esencial al proceso y enfatiza la construcción de relaciones y 

reconciliaciones así como el desarrollo de acuerdos en torno a un resultado deseado 

por las víctimas y los delincuentes”. En virtud de ello, concluyó que la participación y 

el consentimiento de la víctima resulta un dato insoslayable para la procedencia de la 

reparación integral del perjuicio. 

                                                             
136“Gómez, Miriam Alejandra y Yurak, María del Luján s/recurso de casación”, Cám. Nac. de Cas. en 
lo Crim y Correc., Sala I, 14/08/2018. 
137Villalobos, Gabriela Paola y otro s/ defraudación”, Cám. Fed. Cas. Pen., Sala IV, 29/08/2017. 
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En definitiva, esta postura entiende que el consentimiento de la víctima es un 

requisito indispensable para la procedencia de la reparación integral ya que resulta 

necesario para asegurar la racionalidad del instituto y su adecuada articulación con 

los principios de última ratio y justicia restaurativa.  

La discusión acerca de la necesidad del consentimiento de la víctima para la 

procedencia de la reparación integral del perjuicio en materia de delitos tributarios 

adquiere una matriz particular. En estos casos, la víctima directa es el Estado y, por 

extensión, la comunidad puesto que el bien jurídico protegido es la hacienda pública 

en su faz dinámica. Sin embargo, aunque fue objeto de debate, se reconoce la 

posibilidad de que el organismo recaudador intervenga como querellante en el 

proceso penal, en atención a su competencia tributaria y a lo establecido por la 

normativa tributaria y procesal penal. 

En este contexto, la postura adoptada por el Organismo recaudador, como 

representante de la hacienda pública, adquiere una relevancia significativa y su 

informe técnico debe ser considerado por el juez, pero no es vinculante. Aunque la 

AFIP tiene el derecho legítimo de expresar su posición y oponerse a la finalización 

anticipada del proceso penal, cualquier objeción debe estar debidamente fundada en 

criterios razonables y dentro del marco normativo aplicable. Es su responsabilidad 

velar por el cumplimiento de las obligaciones tributarias y la protección de los 

intereses fiscales, pero una oposición arbitraria, desproporcionada o carente de 

fundamentos técnicos no puede obstaculizar la posibilidad de aplicar la reparación 

integral cuando se cumplen todos los requisitos legales. 

En última instancia, el análisis sobre la necesidad del consentimiento de la 

víctima para aplicar el instituto materia de análisis debe considerar tanto la 

perspectiva de la víctima como los principios de política criminal que buscan resolver 



78 
 

los conflictos de manera pacífica y reparar los daños causados. La interpretación y 

aplicación de la ley deben asegurar un equilibrio entre estos intereses, evitando que 

el proceso penal se convierta en un medio para la venganza privada y procurando la 

reparación completa del perjuicio causado. 

En síntesis, el debate en torno a la procedencia de la extinción de la acción 

penal por reparación integral del daño involucra posiciones divergentes respecto al 

rol que ocupa la víctima en este proceso. Mientras algunos sostienen que su 

consentimiento es indispensable para asegurar la legitimidad y la efectividad del 

acuerdo, otros argumentan que la reparación integral puede proceder sin dicho 

consentimiento, siempre y cuando se cumplan las condiciones legales establecidas. 

Este conflicto evidencia la complejidad de conciliar los intereses de justicia 

restaurativa con principios de legalidad y equidad procesal, subrayando la necesidad 

de un análisis cuidadoso por parte del juez para garantizar una solución que respete 

tanto los derechos de las partes como los objetivos del sistema penal. 

9) Prisión por deudas fiscales. 

La prisión por deudas fiscales se encuentra prohibida en Argentina en razón 

de la vigencia del principio de culpabilidad penal (Arts. 1, 18, 19 y 33 de la Constitución 

Nacional) y de la prohibición expresa establecida en el art. 7 inciso 7 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos138, instrumento con jerarquía constitucional en 

los términos del artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional. El art. 7 inciso 7 

establece: “7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los 

mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de 

deberes alimentarios”. 

                                                             
138Convención Americana sobre Derechos Humanos, también conocida como el Pacto de San José, 
fue sancionada el 22 de noviembre de 1969 y ratificada por Argentina con fecha 14 de agosto 1984. 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos fue incorporada al artículo 75 inciso 22 de la 
Constitución Nacional con la reforma constitucional de 1994. 
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Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos139, dispone 

que “nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación 

contractual” 

Cuando la República Argentina ratificó la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (ley 23.054) efectuó una reserva según la cual: “…el artículo 7, 

inciso 7, debe interpretarse en el sentido que la prohibición de la ´detención por 

deudas´ no comporta vedar al Estado la posibilidad de supeditar la imposición de 

penas a la condición de que ciertas deudas no sean satisfechas, cuando la pena no 

se imponga por el incumplimiento mismo de la deuda sino por un hecho penalmente 

ilícito anterior independiente…”140 

En función de esta reserva, la Cámara Nacional de Casación Penal, Sala I141, 

sostuvo que si bien algunos de los instrumentos internacionales del artículo 75 inciso 

22 de la Constitución Nacional prevén que las deudas no pueden generar la privación 

de la libertad personal, esta solución encuentra su límite cuando el incumplimiento 

dinerario es catalogado como delito por el código de fondo o una ley especial de 

contenido penal. 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación142 sostuvo “…Que a los 

efectos de una adecuada hermenéutica de la ley debe tenerse presente que las 

normas fiscales no persiguen como única finalidad la recaudación pues exceden el 

mero propósito de mantener la integridad de la renta fiscal; ya que se inscriben en un 

marco jurídico general de amplio y reconocido contenido social, en el que la sujeción 

de los particulares a los reglamentos fiscales y normas tuteladas por los tipos penales 

                                                             
139Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos fue sancionado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966. Argentina ratificó el Pacto el 8 de agosto de 1986. Fue 
incorporado al artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional con la reforma constitucional de 1994. 
140Reservas y declaraciones interpretativas hechas al ratificar la Convención 
141“Ghillione, Oscar Mauricio s/ recurso de casación”, Cám. Nac. Cas. Pen., Sala I, 18/12/03. 
142“Sigra S.R.L. s/ Ley 23.771”, CSJN, 25/9/1997. 
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constituye el núcleo sobre el que gira todo el sistema económico y de circulación de 

bienes (Fallos: 314:1376, considerando 9° entre otros)…” 

En referencia a esta reserva, Álvarez Echagüe143 sostiene que esa declaración 

es violatoria de principios constitucionales en especial a raíz de la 

constitucionalización de los tratados que hizo el constituyente en la reforma de 1994, 

lo que debió haber desplazado la interpretación efectuada por el Poder Ejecutivo 

Nacional diez años antes. 

Indica que la acción penal se constituye en una especie de garantía o medida 

cautelar del pago de una deuda en cuotas que asume el sujeto que se adhiere a los 

regímenes especiales de blanqueos y/o moratorias, en los cuales, el proceso recobra 

vida ante la caducidad del plan de pagos convenido con el Fisco nacional. Es decir, 

una vez que el sujeto sometido a un proceso penal tributario se adhiere a uno de esos 

regímenes especiales –básicamente reconoce su accionar delictual por medio del 

cual defraudó al Fisco, y como contrapartida el Estado le reconoce ciertos beneficios 

como la extinción de la acción penal en tanto pague las obligaciones adeudadas– la 

extinción de la acción queda supeditada a que se cumpla integralmente con el pago 

de las cuotas comprometidas. Señala que esto implica reconocer la primacía de los 

objetivos recaudatorios por sobre los punitivos ya que, en caso de caducar el plan se 

reinicia el proceso penal. El objetivo perseguido seria ilegitimo, porque se estaría 

persiguiendo al sujeto únicamente por deudas que ha reconocido adeudar, lo que es 

constitucionalmente invalido. 

Además considera, como se expuso en una sección anterior del presente 

trabajo, que esta finalidad recaudatoria se encontraría demostrada por el exiguo plazo 

de treinta días que la ley 27.430 exige para que el imputado pueda pagar y eximirse 

                                                             
143 ÁLVAREZ ECHAGÜE, op. cit. p. 222, 
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del proceso penal. Entiende que ese plazo tiene un efecto extorsivo ya que constriñe 

al imputado a pagar sin darle lugar a que analice la situación, privilegiándose los 

ingresos del Estado por sobre el conjunto de principios rectores del derecho penal. 

Por su parte, Marta Nercellas144 sostiene que la causa penal se reactiva por el 

no pago y no por un hecho ilícito que debería ser la razón de su motorización debido 

al carácter subsidiario del derecho punitivo y su condición de ultima ratio, que de esta 

forma no resultaría respetado. Asimismo señala que la agencia de recaudación en 

lugar de utilizar los remedios civiles para asegurar su crédito resuelve que sea el 

derecho punitivo quien actúe de guardián de su dinero, lo que agrede la naturaleza 

jurídica de la acción penal y vulnera la prohibición constitucional de prisión por deudas 

ya que el hecho de no pagar una deuda es lo que reaviva la vigencia de la acción 

sancionatoria cuyo ejercicio puede constituir en una condena a pena de prisión. 

En el mismo sentido, Virgolini y Silvestroni145 señalan que “la invocación de 

una función pública estatal no hace más que disfrazar la esencia del delito, que es el 

no pago de una deuda, a pesar de que alrededor de ese no pago giren obligaciones 

formales que el particular devenido en contribuyente debe absolver y este último 

aspecto convierte a estos delitos de no pago por las deudas – lo que no puede 

hacerse explicito dado que la Constitución prohíbe la prisión por deudas- en 

verdaderos delitos de desobediencia”.  

Estos autores agregan que la invocación a la hacienda pública -como bien 

jurídico protegido- tiene la finalidad de esconder que detrás de los delitos tributarios 

no existe nada más que el no pago de una deuda; la coartada es la de castigar la 

                                                             
144NERCELLAS Marta, Incidencia de la ley 27.260 en el ámbito punitivo, en Practica Profesional, N. ° 
271, La Ley, 2016, p. 5 y 8. 
145VIRGOLINI Julio y SILVESTRONI Mariano H., “Ley penal tributaria: un derecho penal 
inconstitucional”, Revista de Derecho Penal y Criminología, N.º 8, 2012, disponible en: 
https://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2013/05/doctrina36262.pdf, p. 18 – 21. 

https://www.pensamientopenal.com.ar/system/files/2013/05/doctrina36262.pdf
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desobediencia a ciertas órdenes del Estado dirigidas a los particulares tendientes a 

obligarlos a que reconozcan la existencia y la cuantía de la deuda y la paguen en 

término. Se disfraza una verdadera prisión por deudas acudiendo a un supuesto deber 

de garantía de los particulares con relación al patrimonio del Estado, expresado en 

una multiplicidad de órdenes de tipo administrativo cuyo cumplimiento es siempre en 

perjuicio del contribuyente (obligación de autodeterminación del tributo y de su pago 

en tiempo y forma). Afirman que se trata de la desobediencia a órdenes formuladas 

en el marco de una verdadera intromisión del Estado en el ámbito de autonomía 

personal.  

Por otra parte, Borinsky146 señala que existe un consenso generalizado en 

punto a que la prohibición por deudas no alcanza a las obligaciones tributaras. Ello 

determina que las modalidades que la ley reprime son solamente las que presenten 

características propias del fraude. 

Al respecto, Baez y Romero Villanueva147 señalan que la restricción a la 

libertad individual, protegida constitucionalmente, se justifica solamente frente a 

comportamientos ofensivos anclados a una lesión o, al menos, a una grave puesta en 

peligro de una objetividad jurídica tutelada, entendida como una unidad de valor que 

merece una tutela penal. Asimismo, refieren que el delito nunca puede ser un mero 

incumplimiento de una obligación o deber tributario, aunque se base en él, sino un 

incumplimiento cualificado por constituir un disvalor socialmente reprobado y por ello 

tipificado expresamente. 

Los autores señalados indican que el bien jurídico tutelado por la normativa es 

la hacienda pública entendida como la actividad financiera del Estado, recaudación y 

                                                             
146BORINSKY Mariano H., GALVÁN GREENWAY, Juan P., LÓPEZ BISCAYART, Javier, TURANO, 
Pablo N. op. cit. p. 24. 
147BAEZ, Julio Cesar Y ROMERO VILLANUEVA, Horacio J.  op. cit., pp. 128 -131. 
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aplicación a gasto público. Indican que no implica la instauración de la prisión por 

deudas dado que no se deben confundir medios o acciones con objeto de protección 

inmediato como parte del bien jurídico penalmente protegido. Además, exponen que 

el hecho de que se proteja el patrimonio del Estado o su actividad recaudatoria no 

significa que todas las acciones que menoscaben sus bienes pasen a considerarse 

delictivas sino solo aquellas que le interesan al derecho penal y que se tipifiquen como 

delitos. 

 Por último, es importante aclarar que existe un consenso generalizado en 

cuanto a la prohibición de la prisión por deudas en Argentina, principio que encuentra 

su base en la Constitución Nacional y en diversos tratados internacionales ratificados 

por el país. Sin embargo, numerosos autores sostienen que la redacción actual del 

artículo 16 de la Ley Penal Tributaria y de otros delitos penales podría estar 

vulnerando dicho principio. A pesar de estas críticas, la mayoría de la doctrina 

entiende que el bien jurídico protegido por la norma no es exclusivamente de 

naturaleza económica y patrimonial. Se argumenta que, además del objetivo de 

recaudación fiscal, la legislación busca garantizar el respeto y cumplimiento de la ley 

fiscal, lo cual es esencial para el adecuado funcionamiento de la actividad financiera 

y económica del Estado. Por lo tanto, se concluye que no se estaría violando la 

prohibición de la prisión por deudas ya que el propósito de la Ley Penal Tributaria no 

es castigar con prisión el mero incumplimiento de una obligación tributaria. Más bien, 

la ley apunta a sancionar conductas que, al incumplir deliberadamente la normativa 

fiscal, impiden el correcto funcionamiento de la actividad económica y tributaria del 

Estado. 

Este enfoque subraya la importancia de la normativa penal tributaria como un 

mecanismo para asegurar que los contribuyentes cumplan con sus obligaciones 
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fiscales, contribuyendo así a la estabilidad y eficiencia del sistema económico 

nacional. En consecuencia, la prisión contemplada por estas normas se justifica no 

solo por la falta de pago de impuestos sino por el incumplimiento sistemático y doloso 

de las leyes fiscales, lo cual afecta negativamente el interés público y el orden 

económico del país. 

 

10)  El artículo 59 inciso 6° del Código Penal como mecanismo de justicia 

restaurativa. 

A lo largo del presente análisis, varios autores, como Ginjaune148, han fundado 

la aplicación del artículo 59 inciso 6° del Código Penal a los delitos tributarios 

apelando a la noción de “justicia restaurativa”. Por ello, aunque este trabajo no aborda 

un estudio exhaustivo sobre la justicia, considero importante explicitar mi matriz 

epistémica sobre este punto. 

Bassoti149 sostiene que la justicia restaurativa se basa en el principio 

fundamental de que el comportamiento delictivo no solo viola la ley sino que también 

hiere a las víctimas y a la comunidad. Señala que, este principio, busca trabajar con 

ellos en una estrategia restaurativa que recomponga las relaciones sin ser 

estigmatizante, favoreciendo la reparación del daño causado a la víctima y abordando 

la reinserción del ofensor en la comunidad de manera positiva, reforzando los valores 

comunitarios. De esta manera, en oposición al sistema de justicia formal, que 

generalmente ignora las necesidades y deseos de las víctimas, omitiendo su 

participación, los procesos de justicia restaurativa buscan satisfacer sus necesidades 

más importantes, permitiendo su participación y tratándolas de manera justa y 

                                                             
148 GINJAUME, María Alicia, op. cit. 
149BASSOTI, María Eugenia, Justicia restaurativa para la construcción de comunidades seguras y la 
prevención del delito, Revista Pensamiento Penal (ISSN 1853-4554), N.º 411, 2/2022. 
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respetuosa, brindándoles restauración e indemnización. Asimismo, la justicia 

restaurativa trasciende el enfoque centrado en el delincuente y en establecer la culpa 

de la ofensa, situando su interés en resolver conflictos y recrear relaciones, logrando 

apoyar a la víctima, al delincuente y los intereses de la comunidad.  

Por su parte, Aída Kemelmajer de Carlucci150 sostiene que la justicia 

restaurativa reconoce que los delitos tienen un impacto en la sociedad pero subraya 

que esta dimensión pública no debe ser el único enfoque para determinar las acciones 

a seguir. Según su perspectiva, los delitos no deben considerarse únicamente como 

infracciones contra la sociedad o comportamientos que violan el orden establecido y 

que, por ende, requieren una pena. En cambio, los delitos deben entenderse como 

conductas inherentemente dañinas y ofensivas que pueden causar privación, 

sufrimiento, dolor e incluso la muerte a la víctima. Por esta razón, la víctima tiene 

derecho a exigir alguna forma de reparación por el daño sufrido. 

Kemelmajer de Carlucci critica el sistema vigente argumentando que no 

satisface a ninguna de las partes involucradas. A su juicio, la pena estatal no resuelve 

ningún conflicto, ni el de la víctima ni el de la comunidad. La justicia restaurativa, en 

su visión, ofrece una alternativa al enfocarse en la reparación del daño causado y en 

atender las necesidades tanto de la víctima como de la comunidad, en lugar de 

centrarse únicamente en la imposición de castigos. 

Informa que, en las sociedades primitivas, la respuesta a las transgresiones no 

se basaba en un sistema de derecho, sino en la venganza. Un avance significativo en 

la evolución del sistema de justicia fue la introducción de la reparación del daño. 

Inicialmente, esta reparación era llevada a cabo por el grupo al que pertenecía el autor 

                                                             
150KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aída, “En búsqueda de la tercera vía. La llamada justicia 
restaurativa, reparativa, reintegrativa o restitutiva”, La Ley, 2012, p. 3 (TR LALEY AR/DOC/7254/2012, 
36). 
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del daño, y más tarde, por el propio individuo responsable del daño. Sin embargo, es 

importante señalar que lo que inicialmente parecía un progreso no siempre resultó ser 

beneficioso, ya que las compensaciones podían llevar a la ruina económica y, en 

casos extremos, a la esclavitud de los deudores. Con el tiempo, la respuesta al delito 

dejó de centrarse en la compensación a la víctima y pasó a ser la punición retributiva 

del autor impuesta por quien ejercía el poder. Durante el periodo medieval, este poder 

estuvo en manos de los señores feudales y, posteriormente, con la consolidación del 

Estado centralizado, este poder de sancionar se concentró en el Estado. Alrededor 

del siglo XII, los barones, los poderes eclesiásticos y el rey comenzaron a controlar la 

justicia para poder recaudar impuestos sobre las sumas que los ofensores pagaban 

a las víctimas, convirtiendo el proceso judicial en una fuente de ingresos adicional a 

los impuestos impopulares. Este cambio de una justicia reparadora en manos de la 

comunidad a una justicia retributiva en manos del Estado tuvo varios 

inconvenientes.151 

En primer lugar, los intereses de la víctima fueron olvidados, obligándola a 

recurrir al sistema civil para obtener reparación, lo cual es más costoso. En segundo 

lugar, la gente empezó a ver el ilícito como una cuestión del Estado y no de la 

comunidad, desentendiéndose del problema cuando no estaban directamente 

afectados. En tercer lugar, lo que comenzó siendo una fuente de recursos terminó 

convirtiéndose en un negocio que generaba altos costos. En virtud de ello, 

Kemelmajer de Carlucci sostiene que es esencial instaurar un sistema que no olvide 

a la víctima, principal protagonista del delito, que involucre a la sociedad en su 

conjunto y que permita la rehabilitación del delincuente.  

                                                             
151 KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aída, op. cit. p. 19. 
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Susan Sharpe152 señaló que la justicia restaurativa persigue alcanzar una 

responsabilidad completa y directa. El infractor debe reconocer lo que hizo mal, pero, 

además, debe intentar repararlo.  

En la teoría de la justicia restaurativa, según sostiene Aída Kemelmajer de 

Carlucci153, la reparación no se limita a la compensación económica del daño 

causado, como ocurre en la teoría general del derecho de daños. La reparación en 

este contexto tiene un valor mucho más profundo y posee un "espesor ético" que la 

hace más compleja que el simple resarcimiento. Esto implica que la reparación 

trasciende la mera compensación material entre el causante del daño y la víctima. 

Idealmente, la reparación en la justicia restaurativa comprende la restauración de los 

lazos sociales entre la víctima y el ofensor, entre la víctima y la comunidad, y entre el 

ofensor y la comunidad. Además, afirma que la reparación también favorece al 

transgresor, ya que le permite reconocer el verdadero daño causado y le ayuda en su 

proceso de reinserción social. 

Bassoti154 señala que, en materia penal, en los últimos años se han comenzado 

a incluir mecanismos adecuados de resolución de conflictos propios de la justicia 

restaurativa. Entre estos mecanismos se encuentran la mediación, la conciliación, la 

composición o la reparación integral del perjuicio. El objetivo de estos mecanismos es 

promover la reconstrucción de relaciones y reconciliaciones así como desarrollar 

acuerdos en línea con los resultados deseados por las víctimas y los delincuentes. 

Lemkin155 critica la confusión que existe en torno a la implementación de 

métodos de resolución de conflictos, tales como la mediación, la conciliación, la 

                                                             
152 Cit. por KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aída, op. cit. p. 4. 
153 KEMELMAJER DE CARLUCCI, Aída, op. cit. p. 15. 
154 BASSOTI, María Eugenia, Justicia restaurativa para la construcción de comunidades seguras y la 
prevención del delito, Revista Pensamiento Penal (ISSN 1853-4554), N.º 411, 2/2022. 
155LEMKIN Roxana Vanesa, “Hacia un enfoque restaurativo del sistema penal” en Angela E. Ledesma 
El debido proceso penal,1 ed., Buenos Aires, Hammurabi, 2021, 22-23. 



88 
 

reparación integral, la probation y la remisión, con la adopción de un verdadero 

modelo de justicia restaurativa. Señala que este último modelo implica mucho más 

que un simple encuentro entre las partes para reparar el daño causado. Según la 

autora no se puede afirmar que el sistema penal argentino se basa en un discurso 

restaurativo sino que utiliza mecanismos "alternativos" a la imposición de penas, 

adoptando una perspectiva reparadora solo en algunos casos y con el principal 

objetivo de descongestionar los tribunales. 

Indica que la regulación de estos mecanismos comenzó, principalmente, con 

la sanción de nuevos códigos procesales penales de carácter acusatorio, los cuales 

se oponían a la lógica de un sistema inquisitivo reformado. Sin embargo, no fue hasta 

el año 2015 que la justicia restaurativa y algunos de sus mecanismos tuvieron un 

impacto significativo en el sistema penal argentino. Esto se debió a la sanción de la 

ley N.º 27.147 que modificó el régimen de extinción de las acciones penales e 

incorporó institutos de justicia restaurativa en la legislación de fondo, incluyendo el 

artículo 59 inciso 6° del Código Penal que establece la reparación integral del perjuicio 

como modo de extinción de la acción penal. 

Lemkin156 explica que la restauración se enfoca en el conflicto, considerando a 

las personas afectadas como víctimas independientemente de la afectación al bien 

jurídico tutelado y trabaja sobre la reconstrucción del desequilibrio generado por la 

acción ilícita. Este proceso comienza con el reconocimiento del daño, la asunción de 

responsabilidad y la reparación de las relaciones quebrantadas. Sostiene que la 

sociedad ha sido educada para comprender el delito como una transgresión de las 

normas que requiere una condena automática, satisfaciendo no solo el daño 

                                                             
156 LEMKIN, Roxana Vanesa, op.cit. 24-26. 
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individual, sino también el colectivo. En un sistema penal desgastado, es necesario 

consolidar nuevos instrumentos que se centren en la solución del conflicto penal.  

La autora indica que, aunque el nuevo Código Procesal Penal Federal introdujo 

un discurso más alineado con este nuevo enfoque, prefiriendo los intereses de los 

litigantes a través de medios establecidos en dicho Código, aún se observa una gran 

resistencia a reconsiderar el conflicto a través de vías distintas al castigo. 

Para la implementación exitosa de los programas de justicia restaurativa, es 

necesario contar con iniciativas estratégicas e innovadoras, con el apoyo de 

gobiernos, comunidades, instituciones, organizaciones no gubernamentales, víctimas 

y delincuentes. También es crucial llevar a cabo procesos de capacitación para formar 

a los distintos agentes involucrados y construir programas con este espíritu que 

puedan adaptarse y complementar las estructuras tradicionales de justicia y los 

procesos existentes en cada comunidad. 

Por otra parte, Malbernat157 sostiene que no se debe perder de vista que el 

derecho penal como tal se encuentra cimentado en la idea de culpabilidad y pena. 

Quien comete un delito y resulta culpable de él debe ser sancionado con una pena. 

Señala que el delito es entendido como la exteriorización de voluntad quebrantadora 

del derecho no asumible por la comunidad y reclama la reprobación simbólica.  

Así dos sujetos a los que se les puede reprochar el mismo delito, sin importar 

su posición social o económica, recibirán una sanción similar puesto que la escala 

penal aplicable será la misma para ambos. Indica que con la reparación integral del 

daño y la introducción de la víctima en la decisión esos factores contribuirán a que 

uno pueda negociar las consecuencias de su accionar mientras que el otro solo deba 

                                                             
157MALBERNAT, Matías, “ La reparación integral del daño y el derecho penal”, DPyC, 2020 (junio), 144 
(TR LALEY AR/DOC/1538/2020, 3) 
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esperar la imposición de una pena. El autor señala que, de esta manera, se consagra 

una clara violación al principio de igualdad constitucional. La introducción de institutos 

que configuran al decir de gran parte de la doctrina "la tercera vía del derecho penal" 

no hacen más que configurar grandes arbitrariedades en la aplicación del castigo.  

Agrega que los criterios de oportunidad han venido a agilizar los expedientes 

penales y a pretender dar solución a los conflictos cuando lo cierto es que en la 

realidad y mientras este legislado un delito en el Código Penal y su autor sea hallado 

culpable la única respuesta posible que consagre la justicia es la pena 

Al respecto, Gerland158 sostiene que tanto el poder punitivo como la propia 

sociedad perpetúan el discurso coercitivo. Señala que no es fácil eliminar de una 

comunidad el significado social atribuido a la pena, especialmente cuando se la 

adorna con una función rehabilitadora que pocas veces se ha logrado concretar. 

Afirma que este discurso es reforzado, además, por los rituales del procedimiento 

penal y su difusión en los medios de comunicación, presentándolo como un trofeo 

alcanzado frente a la criminalidad diaria. Este proceso convierte el castigo en un 

mecanismo liberador del desorden e inseguridad que el crimen introduce en la vida 

de las personas. 

Lemkin159 señala que el castigo posee un carácter simbólico para la víctima y 

resulta aberrante para la persona condenada, quien queda atrapada en un sistema 

carente de contención y sin una función resocializadora clara. Según los datos 

proporcionados por la Procuración Penitenciaria de la Nación, existe una 

sobrepoblación carcelaria, un alto nivel de reincidencia y elevados índices de violencia 

dentro de las cárceles. Sostiene que esta situación obliga a reconsiderar la eficacia 

                                                             
158GERLAND, Castigo y sociedad moderna. Un estudio de teoría social, 1999, p. 89. 
159LEMKIN, Roxana Vanesa, op.cit. p. 25. 
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del castigo en un sistema penal que está totalmente desgastado y a consolidar nuevos 

instrumentos que se enfoquen en la solución del conflicto en el ámbito penal. 

A pesar de que el nuevo Código Procesal Penal Federal ha introducido un 

enfoque más alineado con esta nueva perspectiva, se observa una resistencia 

generalizada a dar una respuesta al conflicto a través de una salida distinta al castigo. 

Un ejemplo de esta resistencia es la discusión existente entre los operadores 

judiciales sobre la operatividad y aplicación del artículo 59 inciso 6° del Código Penal. 

Para Lemkin160 lo decidido por la Comisión Bicameral respecto a la progresiva 

entrada en vigencia del Código Procesal Penal Federal, especialmente, en lo 

relacionado con posibles vías de solución de conflictos, representan un avance. Sin 

embargo, señala que estamos lejos de entender esta nueva perspectiva como 

verdaderamente restaurativa ya que el objetivo de aplicar un castigo nos aleja de la 

posible convergencia entre un modelo restaurativo y uno de base tradicional. 

La introducción de métodos autocompositivos para la solución del conflicto 

penal, impensables en el proceso penal inquisitivo, está vinculada a la necesidad de 

adoptar una visión superadora de los conflictos penales. La ampliación del derecho 

penal no solo no resuelve los problemas, sino que agrava los ya existentes, 

generando nuevos trastornos sociales, más allá de su eventual utilidad en algunos 

casos. La necesidad de descongestionar los tribunales, la toma de conciencia sobre 

la ineficacia de las penas privativas de libertad y el reconocimiento de los derechos 

tanto del imputado como de la víctima, crean el escenario propicio para repensar el 

proceso penal y la función de la pena. 

En estos casos, la solución alternativa se presenta como una propuesta 

caracterizada por una mayor moderación respecto a las condiciones generales de la 

                                                             
160LEMKIN, Roxana Vanesa, op.cit. p. 35. 
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punibilidad, buscando un sistema de sanciones basado en la idea de resocialización 

y en la clara restricción del derecho penal a conductas socialmente perjudiciales. El 

eje en estos casos, en definitiva, pasa por la reparación como consecuencia del 

hecho. La reparación en el derecho penal es un proceso creativo y personalísimo 

mediante el cual el autor asume su responsabilidad por el hecho ante la víctima y la 

sociedad. Se intenta así integrar al culpable. La reparación se adapta sin fisuras a un 

derecho penal basado en la compensación de culpabilidad y orientado a la 

determinación preventiva de consecuencias jurídicas, impactando sobre el proceso 

penal y las funciones que debe cumplir. 

Este enfoque ya ha tenido acogida en la jurisprudencia, así el Tribunal Oral 

Penal Económico N.º 3161 sostuvo que el inciso 6° del artículo 59 del Código Penal se 

encuentra incluido en el nuevo paradigma de justicia restaurativa, que apunta a la 

solución de los conflictos penales mediante medios alternativos distintos a la 

realización de un debate oral y la posible imposición de una pena de prisión, con la 

participación activa tanto de la víctima como del acusado, con el fin de obtener la 

reparación del daño, la armonía social y reestablecer el orden jurídico. Señaló que 

entiende a la justicia restaurativa como “una respuesta evolucionada al crimen, que 

respeta la dignidad de cada persona, que construye comprensión y promueve 

armonía social a través de la sanación de las víctimas, infractores y comunidad”162. 

Advierte que, en el presente caso, la solución planteada por las defensas, consentida 

por el representante del Ministerio Público Fiscal y, en particular, el razonable 

ofrecimiento efectuado por los imputados a los fines de la reparación integral del 

perjuicio –teniendo en cuenta sus circunstancias personales e ingresos-, demuestran 

                                                             
161Puche, Raúl; Gadaleta, Ignacio y otros s/ Inf. Ley 22.415”, TO. Pen Eco. N.º 3, Buenos Aires, 6/2023. 
162Manual sobre Programas de Justicia restaurativa, ONU, Nueva York, 2006, p. 99. 
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una clara intención de restituir la situación que se ha visto alterada por la comisión de 

los presuntos delitos a su estado anterior. Se ha dicho al respecto que “los institutos 

de referencia se encarnan en el nuevo paradigma de justicia restaurativa que 

propugna la búsqueda de soluciones al conflicto subyacente en el suceso delictivo 

con activa participación de la víctima y del acusado” 

Crivelli163 sostiene que "Constituyen institutos mediante los cuales se ha 

consagrado en nuestro ordenamiento jurídico la llamada justicia restaurativa o tercera 

vía del sistema penal, corriente que postula la adopción de alternativas a la pena 

privativa de la libertad, revaloriza el papel de la víctima y concibe al delito no como 

una infracción sino como un conflicto". 

Señala que esta nueva implementación de causales que producen la extinción 

de la acción penal resulta determinante ya que permitirá satisfacer y garantizar los 

derechos y el interés de la víctima, como así también la situación procesal del 

imputado y, simultáneamente, optimizar los recursos humanos y materiales de la 

justicia penal local y descomprimir el abarrotado sistema judicial penal, evitando un 

desgaste jurisdiccional innecesario. Todo esto contribuye, a brindar un mejor servicio 

de administración de justicia, más expeditivo y eficaz para la sociedad en su conjunto, 

y descomprimir la justicia penal de aquellos casos que muchas veces pueden 

solucionarse por vías alternativas a una condena penal que, como consecuencia del 

largo proceso judicial, se torna abstracta o resulta tardía. 

 

 

                                                             
163CRIVELLI, Ezequiel, “Respecto de la reparación integral del perjuicio y la tercera vía del derecho 
penal" LLGran Cuyo, 2017 (AR/DOC/2196/2017, 4). 
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Finalmente, a raíz de las distintas acepciones expuestas, Crivelli considera que 

es fundamental definir el objetivo que se busca con las penas y el proceso penal: si 

se pretende resocializar al individuo o castigarlo. Aunque la Constitución Nacional 

establece la resocialización como fin, la sociedad percibe la pena como un castigo, lo 

que hace que no se preste atención al estado de las cárceles, la superpoblación y lo 

que ocurre dentro de ellas. Si las cárceles están destinadas a la resocialización, sería 

necesario evaluar si se está logrando ese objetivo. A raíz de ello, y ante un ineficiente 

sistema penal se están implementando nuevos mecanismos orientados a la justicia 

restaurativa, cuyo fin principal es recomponer el conflicto entre el transgresor, la 

víctima y la comunidad. 

El artículo 59 inciso 6° del Código Penal representa un avance significativo 

hacia la implementación de principios restaurativos en el sistema de justicia penal. A 

través de la reparación integral del perjuicio, se busca no solo imponer una sanción 

al delincuente, sino también promover la reconciliación y la restauración de las 

relaciones dañadas entre las partes involucradas. Esta disposición refleja un cambio 

hacia enfoques más humanizados y participativos, reconociendo la importancia de 

satisfacer las necesidades de las víctimas y de la comunidad afectada. Así, aunque 

los desafíos de implementación y aceptación persisten, especialmente, en un 

contexto donde predominan los paradigmas punitivos, la inclusión de mecanismos 

restaurativos en la legislación penal  representa un paso hacia la construcción de un 

sistema capaz de abordar de manera integral las consecuencias del delito, 

promoviendo la reparación, la responsabilidad y la reintegración como pilares 

fundamentales de su funcionamiento. 

 

 



95 
 

11)  Derecho comparado. 

En este capítulo se analizará la regulación del instituto de la reparación integral 

del perjuicio en materia penal tributaria en el derecho comparado. En primer lugar, se 

examinará como se regula la reparación del daño en España por la importancia que 

tiene la regulación española en la materia penal tributaria y la influencia en el sistema 

tributario argentino. En segundo lugar, se expondrá la regulación de la reparación 

integral del perjuicio en México analizando su marco normativo y la figura particular 

del "perdón del ofendido”. 

a) España. 

 El Código Penal Español prevé, en forma genérica, tres circunstancias 

modificativas de la responsabilidad penal, las circunstancias atenuantes, agravantes 

y mixtas. Estas circunstancias son consideradas elementos accidentales del delito 

que afectan la gravedad de la pena sin cambiar su sustancia. 

En lo que aquí interesa, las circunstancias atenuantes tienen el efecto de 

disminuir la pena. Se pueden clasificar en genéricas y específicas. Las genéricas 

están reguladas en forma independiente, en un precepto autónomo y, en principio, 

pueden ser aplicadas a cualquier delito. Específicamente, se encuentran reguladas 

en el artículo 21 del Código Penal Español, cuyo inciso 5 establece como 

circunstancia atenuante la reparación del daño.  

El artículo 21 inciso 5 expresamente dispone: “Son circunstancias atenuantes: 

5.ª La de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o 

disminuir sus efectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a 

la celebración del acto del juicio oral.” 

 Según este inciso la reparación puede realizarse en cualquier momento del 

procedimiento penal anterior a la celebración del juicio oral. En cuanto a la entidad 
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material de la reparación, la jurisprudencia del Tribunal Supremo164, estableció que 

sólo es aplicable cuando la reparación del daño “es suficientemente significativa y 

relevante”. En consecuencia, no tendrá el efecto de atenuar la pena las acciones 

fácticas que busquen una menor respuesta punitiva “sin contribuir de modo eficiente 

y significativo a la efectiva reparación del daño ocasionado”. También se considera 

relevante el esfuerzo que le haya implicado al particular realizar la reparación.  

Por otra parte, el artículo el art. 305 apartado 6 del Código Penal Español 

expresamente dispone “Los Jueces y Tribunales podrán imponer al obligado tributario 

o al autor del delito la pena inferior en uno o dos grados, siempre que, antes de que 

transcurran dos meses desde la citación judicial como imputado satisfaga la deuda 

tributaria y reconozca judicialmente los hechos. Lo anterior será igualmente aplicable 

respecto de otros partícipes en el delito distintos del obligado tributario o del autor del 

delito, cuando colaboren activamente para la obtención de pruebas decisivas para la 

identificación o captura de otros responsables, para el completo esclarecimiento de 

los hechos delictivos o para la averiguación del patrimonio del obligado tributario o de 

otros responsables del delito.”  

Al respecto, Choza Cordero y Rizo León165 señalan que, este artículo, configura 

una suerte de tipo atenuado o de circunstancia atenuante específica de los delitos 

contra la Hacienda Pública que permite aplicar al obligado tributario o al autor del 

delito la pena inferior, en uno o dos grados si el obligado satisface la deuda tributaria 

en el plazo de dos meses desde la citación judicial como imputado y reconoce 

judicialmente los hechos. El tipo atenuado también es aplicable a otros partícipes del 

                                                             
164 STS 272/2020, de 6 de febrero Cit. por CUENCA GARCÍA, María José ”La atenuante de reparación 
del daño como instrumento de la justicia restaurativa en la delincuencia socioeconómica”, Estudios 
Penales y Criminológicos, vol. XL, 2020 (ISSN 1137-7550: 941-989). 
165CHOZA CORDERO, Alfonso y RIZO LEÓN, Adriana, Reparación del daño en los delitos contra la 
hacienda pública: atenuante simple o atenuante muy cualificada, Revista Aranzadi, N.º 4,4/2020.  
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delito que colaboren activamente en la obtención de pruebas decisivas para la 

identificación o captura de otros responsables, en el completo esclarecimiento de los 

hechos delictivos y/o en la averiguación del patrimonio del obligado tributario o de 

otros responsables del delito.  

A diferencia de la atenuante genérica, en este caso, no sólo se pretende el 

pago de la deuda tributaria antes del juicio oral sino que se requiere que el pago se 

realice dentro de los dos meses siguientes a la notificación de la citación como 

investigado. Además, se requiere el reconocimiento de los hechos delictivos, extremo 

que no es exigido estrictamente por la atenuante genérica de reparación daño 

mencionada previamente. 

En el hipotético caso de que el acusado lleve a cabo una actuación reparadora, 

pero sin concurrir todos los requisitos necesarios para aplicar la circunstancia 

atenuante específica prevista en el art. 305.6 del Código Penal, es posible aplicar la 

circunstancia atenuante genérica de reparación del daño establecida en el artículo 21 

del Código Penal Español. La Audiencia Provincial de Vizcaya166 se expidió sobre 

esta cuestión, concluyendo que, pese a la existencia del art. 305.6 del CP, no existe 

impedimento alguno para aplicar a los delitos contra la Hacienda Pública el catálogo 

genérico de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal de los art. 20 

y siguientes del CP. En particular, en la audiencia provincial referida se señaló que: 

“(…) el hecho de que el art. 305.6 establezca una regla específica de determinación 

de la pena para aquellos supuestos en que el obligado satisfaga la deuda tributaria y 

reconozca judicialmente los hechos antes de que transcurran dos meses desde la 

citación judicial como imputado, no supone que debamos interpretar que la atenuante 

                                                             
166Sentencia de la Audiencia Provincial de Vizcaya núm. 86/2018, de 17 diciembre (ARP 2019, 1394). 
Cit. por CHOZA CORDERO, Alfonso y RIZO LEÓN, Adriana, “Reparación del daño en los delitos contra 
la hacienda pública: atenuante simple o atenuante muy cualificada”, Revista Aranzadi Doctrinal 2020, 
N.º 4.  
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genérica de confesión que aquí se nos pide, no sea aplicable. Considera esta Sala 

que esta interpretación restrictiva de la norma penal, que nada dice sobre la no 

aplicación al delito fiscal de las atenuantes genéricas, no es razonable ni se ajusta a 

derecho”. Pese a la conclusión de la Audiencia Provincial de Vizcaya, Choza Cordero 

y Rizo León167 señalan que algunos autores se han preguntado “qué sentido tiene lo 

dispuesto en el art. 305.6 CP si esta regulación no se concibe como una ley especial, 

que desplaza la atenuante genérica del art. 21.5 CP y excluye su aplicación”.  

Sumado a lo expuesto, el Código Penal español en el apartado 4 del art. 305 

prevé una excusa absolutoria que tiene como efecto la dispensa de la pena. Este 

inciso establece que la situación tributaria se considerará regularizada cuando el 

obligado tributario reconozca y pague la deuda tributaria. Éstos requisitos deben ser 

cumplidos antes de que “la Administración Tributaria le haya notificado el inicio de 

actuaciones de comprobación o investigación tendientes a la determinación de las 

deudas tributarias objeto de la regularización o, en el caso de que tales actuaciones 

no se hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado o 

el representante procesal de la Administración autonómica, foral o local de que se 

trate, interponga querella o denuncia contra aquél dirigida, o antes de que el Ministerio 

Fiscal o el Juez de Instrucción realice actuaciones que le permitan tener conocimiento 

formal de la iniciación de diligencias.” En consecuencia, para que proceda la dispensa 

de la pena se requiere espontaneidad, reconocimiento de la deuda y reparación. Por 

último, la norma establece que la regularización por parte del obligado de su situación 

tributaria impedirá que se lo persiga por las infracciones de tipo administrativas en 

que pudiese haber incurrido previo a la regularización, siempre y cuando estas 

                                                             
167CHOZA CORDERO, Alfonso y RIZO LEÓN, Adriana, op. cit. p. 4. 
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irregularidades estén exclusivamente relacionadas con la deuda tributaria objeto de 

regularización. 

La regulación española presenta similitudes con el sistema argentino en cuanto 

a que ambos cuentan con normas generales en el derecho de fondo y normas 

específicas de derecho penal tributario que regulan la reparación del daño. En 

España, aunque la cuestión no está completamente resuelta, es posible que un 

tribunal considere la aplicación de la circunstancia atenuante genérica de reparación 

del daño en casos donde no se cumplan todos los requisitos para la circunstancia 

atenuante específica del artículo 305.6 del Código Penal, dependiendo de las 

circunstancias del caso y de la discreción judicial. El juez debe tener en cuenta el 

esfuerzo económico que implica al obligado la reparación del daño, ya que este 

esfuerzo puede variar significativamente dependiendo de la capacidad económica del 

individuo. 

La regulación española prevé la reparación del daño como atenuante de la 

pena, y no como causal de extinción de la acción penal, como lo hace el sistema 

argentino. La atenuación de la pena puede ser considerada más adecuada que la 

extinción de la acción penal como consecuencia de la reparación del daño, teniendo 

en cuenta el extenso debate generado en la doctrina y jurisprudencia argentina en 

torno a la imposición de esta alternativa a la pena de prisión.  

La normativa española, al no permitir la extinción de la acción penal solo por la 

reparación del daño, asegura que los infractores enfrenten de alguna forma la 

consecuencia penal. Esto no solo incentiva al imputado a reparar el daño causado 

para disminuir su pena, sino que también garantiza que la víctima sea reparada, lo 

cual puede ser visto como un enfoque más equitativo y justo.  
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Esta perspectiva podría contribuir a un sistema más balanceado, que asegure 

la responsabilidad penal y la reparación del daño sin otorgar excesiva discrecionalidad 

en la extinción de la acción penal. En consecuencia, aunque no se pretende realizar 

un análisis exhaustivo sobre la materia penal tributaria española debido a que excede 

el objeto de este trabajo, se considera que esta normativa es de particular interés para 

el análisis y potencial implementación en el sistema argentino.  

b) México. 

En México, la regulación de los delitos fiscales contempla mecanismos 

específicos para la extinción de la acción penal, como la petición de sobreseimiento 

por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el perdón del ofendido 

según lo establecido en el Código Fiscal de la Federación y el Código Penal Federal, 

respectivamente. 

El artículo 92 del Código Fiscal de la Federación regula la denominada petición 

de sobreseimiento que establece que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

puede solicitar el sobreseimiento cuando los imputados paguen las contribuciones 

originadas por los hechos atribuidos, las sanciones y recargos respectivos, o cuando 

esos créditos fiscales queden garantizados a satisfacción de la Secretaría. 

 Esta petición puede realizarse por la Secretaría, discrecionalmente, antes de 

que el Ministerio Público federal y el asesor jurídico formulen el alegato de clausura y 

afecta únicamente a las personas mencionadas en la solicitud. 

Por otra parte, el art. 93 del Código Penal Federal Mexicano regula el perdón 

del ofendido. Este mecanismo extingue la acción penal si el ofendido, que en el caso 

de delitos fiscales es la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, recibe la reparación 

total de los daños y perjuicios causados. El perdón del ofendido puede ser expreso o 

tácito y puede otorgarse hasta la sentencia de segunda instancia. Beneficia 
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exclusivamente al inculpado a favor del cual se otorga, a menos que todos los 

inculpados y el encubridor sean completamente satisfechos en sus derechos e 

intereses. 

Ambas figuras implican el desistimiento del ofendido -la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público como representante de los intereses patrimoniales del 

Estado Mexicano- para extinguir la acción punitiva del Estado. Sin embargo, tienen 

importantes diferencias. Por un lado, el sobreseimiento debe ser expreso, mientras 

que el perdón del ofendido puede ser tanto expreso como tácito. En cuanto al 

momento de procedencia, el pedido de sobreseimiento debe solicitarse antes del 

alegato de clausura, a diferencia del perdón del ofendido, que es más amplio, ya que 

puede otorgarse hasta el dictado de la sentencia de segunda instancia. Por último, el 

perdón del ofendido solo beneficia al inculpado en cuyo favor se haya otorgado salvo 

que el ofendido haya sido satisfecho en todos sus intereses y derechos, en ese caso, 

el perdón beneficiará a todos los inculpados y al encubridor, por el contrario la petición 

del sobreseimiento solo surtirá efectos respecto de la persona a cuyo favor se otorga. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación de México168 estableció que la 

petición del sobreseimiento que, discrecionalmente, puede realizar la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público constituye un “perdón del ofendido” motivo por el cual se 

formula sin atribuciones de imperio ni de autoridad sino como representante de los 

intereses patrimoniales del Estado (ofendido por el delito), lo que procesalmente 

implica que, al hacerla, está ejerciendo un derecho y no una facultad que deba fundar 

y motivar. 

                                                             
168 Corte Suprema de Justicia de la Nación de México. Primera Sala, reg. 162384, Amparo en revisión 
783/2010. Martin Camargo Hernández. 23/02/2011, cit. por ALVAREZ ECHAGÜE, Juan Manuel La 
extinción de la acción penal tributaria, 1° edición, Ad-Hoc, Buenos Aires, 2018, p. 258. 
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En México, para que proceda el beneficio de extinción de la acción penal, es 

necesario no solo el pago total de las contribuciones originadas por los hechos 

imputados, incluidas las sanciones y recargos, sino también que la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público peticione el sobreseimiento. Sin esta petición, aun cuando 

se haya pagado íntegramente la deuda, el instituto no procede. La discrecionalidad 

otorgada a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público es problemática debido a que 

la normativa no establece criterios claros sobre los casos en los que debe peticionarse 

el sobreseimiento, dejando esta decisión a la discreción del organismo recaudador. 

Esta falta de regulación específica puede dar lugar a prácticas arbitrarias y a 

quebrantamientos del principio de igualdad ante la ley, ya que diferentes 

contribuyentes podrían recibir un trato desigual basado en criterios no transparentes 

o incluso en decisiones subjetivas de los funcionarios encargados de tomar tales 

decisiones. Por estas razones, no resulta conveniente para el sistema argentino 

adoptar un modelo de regulación similar al de México, dado que otorga demasiada 

discrecionalidad al organismo recaudador, lo cual podría comprometer la equidad y 

transparencia del sistema tributario. 

12) Reflexiones finales. 

En el presente trabajo se expuso la situación actual en relación con la 

aplicación del artículo 59 inciso 6° del Código Penal a los delitos tributarios. Aunque 

las limitaciones inherentes a un estudio de estas características impiden la 

proposición de soluciones definitivas, se pueden extraer algunas conclusiones del 

análisis realizado. 

En cuanto a la operatividad y vigencia de la norma, el artículo 59 inciso 6° del 

Código Penal fue promulgado mediante una ley nacional sancionada por la autoridad 

constitucionalmente competente. Esta normativa no ha sido suspendida por ninguna 
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otra ley ni decreto y no requiere una infraestructura o logística particular para su 

implementación. Por lo tanto, de acuerdo con las disposiciones del Código Civil y 

Comercial de la Nación sobre la vigencia y aplicación de las leyes considero que se 

encuentra vigente y operativa por lo que debe ser aplicada en los casos que 

corresponda. 

La implementación efectiva de esta nueva causal de extinción de la acción 

penal requiere, de manera urgente y determinante, la reforma procesal de aquellas 

legislaciones provinciales que aún no la han regulado. Para asegurar que esas 

regulaciones no infrinjan el principio de igualdad ante la ley, sería prudente promover 

una solución unificadora  mediante la inclusión en la legislación nacional de un mínimo 

de requisitos para su aplicación. 

Cabe destacar que, a pesar de que el Código Penal actualmente no contemple 

limitaciones a la aplicación del instituto analizado, no existen derechos absolutos y su 

aplicación irrestricta podría conducir a soluciones absurdas e irracionales. Por lo 

tanto, hasta que sea regulado de manera expresa, podrían considerarse las 

limitaciones propuestas por algunos autores, mencionados en este trabajo, basadas 

en la aplicación de las normas del Código Procesal Penal cuya implementación se 

encuentra diferida. 

Con la implementación del Código Procesal Penal Federal, se están adoptando 

mecanismos propios de la justicia restaurativa donde la víctima y el afectado tienen 

mayor participación en la resolución de los asuntos derivados del delito. La doctrina y 

la jurisprudencia coinciden en que el artículo 59 inciso 6° del Código Penal resulta, 

principalmente, aplicable a los delitos cuyo bien jurídico lesionado sea de carácter 

patrimonial o económico. Sin embargo, en cuanto a los delitos tributarios, donde el 

bien jurídico protege la hacienda pública en su faz dinámica, no existe una respuesta 
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uniforme todavía. Al respecto, es relevante tener presente que no existe normativa 

que prohíba la aplicación de este mecanismo de extinción de la acción penal a los 

delitos tributarios. El argumento principal de los autores que se oponen a su aplicación 

es que la ley penal tributaria contempla su propio mecanismo de evasión del proceso 

penal. No obstante, esta situación no impide en sí misma que ambos institutos puedan 

aplicarse a los delitos tributarios. 

Además, cabe señalar que el artículo 59 inciso 6° fue añadido al Código Penal 

cuando se encontraba en vigencia el artículo 16 de la ley 24.769. Luego, fue 

sancionada la ley 27.430 que derogó la ley 24.769 y, a pesar de la existencia del 

artículo 59 inciso 6° del Código Penal y del debate sobre su aplicación a los delitos 

tributarios, la nueva ley penal tributaria no incluyó ninguna disposición que prohíba 

dicha aplicación.  

En este contexto, se debe tener presente que el Código Penal establece, en 

su artículo 4, que sus disposiciones generales se aplican a los regímenes especiales, 

salvo disposición en contrario. Este principio no se ve afectado por los cambios 

legislativos señalados, ya que no se observa ninguna disposición en la nueva ley 

penal tributaria que contradiga directamente la aplicación del artículo 59 inciso 6° del 

Código Penal a los delitos tributarios. Además, esta interpretación es coherente con 

los principios constitucionales y los principios rectores del derecho penal, ya 

analizados. 

En cuanto a la crítica que sostiene que la reparación integral no es aplicable a 

los delitos tributarios porque reduce la extinción de la acción al poder adquisitivo de 

quien realiza la conducta delictiva, considero que la reparación integral del perjuicio 

en materia tributaria podría no solo incluir el pago de las obligaciones evadidas 

actualizadas al momento del pago y sus accesorios, sino también una suma dineraria 
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adicional teniendo en cuenta la capacidad económica del imputado y la realización de 

tareas comunitarias o la prestación de un servicio a la comunidad. Esto es relevante 

porque el delito tributario afecta la hacienda pública en su faz dinámica, perjudicando 

así a la comunidad en general. 

En este sentido, la reparación integral podría no limitarse únicamente a un 

resarcimiento económico e incluir acciones que permitan al imputado tomar 

conciencia del daño causado. La realización de tareas comunitarias o servicios a la 

comunidad contribuirían a este objetivo, imponiendo al infractor una responsabilidad 

adicional que va más allá de la simple capacidad de pago y aporta de manera tangible 

al bienestar social. 

La inclusión de estas medidas procura que el imputado tome conciencia del 

impacto de sus acciones, promoviendo un mayor sentido de responsabilidad, 

fomentando un mayor compromiso con el cumplimiento de las obligaciones tributarias 

y una mayor conciencia social. Desde esta perspectiva se propone una visión integral 

de la reparación, que no solo resarce el daño económico, sino que también promueve 

la justicia restaurativa y la reintegración del imputado a la sociedad de una manera 

constructiva. 

Para concluir, es fundamental advertir que la ausencia de una regulación clara 

y específica que reglamente la aplicación de esta causal de extinción de la acción 

penal genera incertidumbre y da lugar a decisiones judiciales contradictorias, 

afectando la seguridad jurídica. Por lo tanto, es necesario que se establezca la 

legislación pertinente que oriente la práctica judicial y unifique los criterios en torno a 

la aplicación del artículo 59 inciso 6° del Código Penal.  
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Hasta que se dicte dicha regulación, será responsabilidad de la jurisprudencia 

delinear, caso por caso, el alcance del instituto objeto de análisis, siguiendo pautas 

razonables y basadas en principios constitucionales para superar las dificultades 

derivadas de la falta de reglamentación. Deberán evaluar su pertinencia en cada 

situación concreta, considerando tanto el dictamen del Ministerio Público Fiscal como 

el del Fisco y la racionalidad de la propuesta presentada por el imputado. Este 

enfoque provisional deberá guiarse por la prudencia y la equidad, buscando el 

equilibrio entre los derechos de las partes y la protección del interés público. 
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